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PRÓLOGO: LA SEGUNDA «ENMIENDA» A LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978

PREÁMBULO

La Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, sintagma hurtado al léxico medioambiental, hija de «la Estrategia» para esa misma finalidad aprobada por el Consejo de Ministros en noviembre de 2009, declara en el art. 1.º su objetivo de «introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales necesarias para crear condiciones que favorezcan un desarrollo económico». Este ambicioso propósito aparece sin embargo servido por un contenido farragoso y heterogéneo, conseguido por acarreo, donde se refunden y codifican normas preexistentes adobadas con «principios» que son pura verborrea, sin apenas innovaciones de fuste y, por supuesto, sin una sola reforma estructural. Por otra parte, desde su vertiente estrictamente política es una ley que nace muerta, en la agonía del segundo mandato de presidente de José Luis Rodríguez Zapatero, descabalgado por los suyos. El sucesor, sea de su partido o sea del popular, habrá de seguir otro camino para salir del atolladero no sólo económico sino institucional y axiológico en que se ha sumido al país durante este «septenio» que sin dificultad puede ser calificado como negro.

Sin embargo, tales consideraciones no enervan ni eliminan la utilidad de este libro, concebido desde una perspectiva estrictamente jurídica, donde se analiza el tándem que forman la Ley 2/2011 y la Ley Orgánica 4/2011, de 11 de marzo, complementaria de aquélla. Ambas leyes a las que cuadra muy bien lo de «cajón de sastre» por su heterogeneidad, reflejo de la improvisación y en definitiva con más de ocurrencias que de sustancia, están escritas en la «neolengua» orwelliana propia de la época en que han nacido. Por ejemplo, en el primer párrafo del preámbulo se nos cuenta que la «crisis» (negada en un principio por el impulsor político de la ley) ha interrumpido «el largo periodo de continuo crecimiento... durante tres lustros», escamoteando con el adanismo peculiar del autor que la fecha inicial de ese proceso expansivo hay que situarla en 1959 cuando se produjo el «take off», nuestro despegue, con índices porcentuales de crecimiento anual del 7,2, hasta convertir a España -diez años después- en la novena potencia industrial del mundo: «suum quoque». La historia crea por sí misma una solidaridad generacional, una sensación de continuidad, a diferencia de la «memoria histórica» que escinde y separa. En tal sentido merece el mayor de los elogios el esfuerzo colectivo patrocinado por la Facultad de Derecho de la Universidad de Burgos que ha coordinado y dirigido al profesor Santiago A. Bello Paredes, Titular de Derecho Administrativo, con un lucido elenco de jóvenes promesas, una nueva generación que toma el relevo con buen pulso. Y llegados a este punto permitidme la licencia de traer aquí la imagen del Hospital el Rey, hoy sede universitaria en un ancho soto a las afueras de Burgos, «caput Costellae», en cuyo Instituto, frente a la Audiencia, con el Arlanzón en medio, cursé el segundo del bachillerato de entonces en circunstancias dramáticas y a donde regresé, ya adulto, como Presidente de la Sala de lo Contencioso-administrativo, recién creada. Diez años inolvidables vividos entre la Catedral y el Arco de Santamaría, en una ciudad recia de hombres honrados, donde un apretón de manos valía para sellar cualquier contrato. En México aprendí una frase que refleja esa integridad. Cuando alguien quiere dejar claro que cuanto está afirmando es verdad, lo remacha así: «Te lo digo yo, que soy de Burgos».

La casualidad, no la causalidad, ha provocado que a la hora de salir a la calle el libro que recopila los trabajos se haya producido la segunda «enmienda» de la Constitución Española que es una secuela de la crisis económica e introduce, ella sí, una profunda reforma estructural. Es público y notorio que los «preámbulos», «preludios», «prefacios» o «prólogos» se escriben paradójicamente después del texto al cual son antepuestos y tal circunstancia ha propiciado que quien éste escribe pueda tomar la innovación constitucional como tema de la introducción, completando así su contenido con su exposición como «tête de chapitre». Me ha parecido, pues, que la mejor contribución a la obra colectiva que presento sería sin duda un análisis sobre la marcha del nuevo art. 135 CE, situándolo en su contexto e intentando poner de manifiesto el significado y alcance de la innovación. Ahí van en consecuencia unas páginas, no muchas, con un propósito predominantemente didáctico escritas por quien nunca fue maestro sino aplicado discípulo.

I. CONSTITUCIONES RÍGIDAS Y CONSTITUCIONES FLEXIBLES

A caballo de los siglos XIX y XX, James Bryce introdujo en la ciencia política una distinción que hizo fortuna, aun cuando en su aplicación no fuera siempre fiel a su significado original. Desde la primaria distinción entre constituciones de Derecho consuetudinario, productos naturales asimétricos, heterogéneos por el origen y el contenido y las constituciones estatutarias o escritas, con la unidad de un código y dotadas de una jerarquía superior a las leyes ordinarias, sin que sean «modificables por la autoridad legislativa», se da un salto precisamente a esta característica, el procedimiento para su reforma. Se habla así de constituciones flexibles o rígidas (1) . Ha habido alguna que periódicamente debía ser revisada por imperativo del propio texto y podía ser declarada «inmodificable» durante ciertos plazos o por siempre jamás. La española de 1812, por ejemplo, no podía ser alterada ni reformada hasta pasados ocho años de haberse puesto en práctica en todas sus partes, circunstancia que nunca llegó a producirse.

Otras veces se pretende sustraer a la revisión determinados «princi- pios», por ejemplo el de la forma republicana de Gobierno en Francia que, según se acordó en 1884, «no podrá ser objeto de una proposición de reforma». Siglo y medio después, la sexta Ley Fundamental del Régimen nacido de la guerra civil, promulgada ante las Cortes por su autor en 1958, declaraba sus «principios, permanentes e inalterables» con cierta incongruencia porque otra del mismo rango, a su vez, permitía la reforma de tales leyes paraconstitucionales por acuerdo de las Cortes ratificada en referéndum (como así ocurrió en 1976 y 1978). En estos casos, reflexionaba Ruiz del Castillo  (2) , el poder constituyente futuro resulta ligado por tal declaración, que sólo expresa el sentir prevalente en un momento histórico determinado, pero no tiene otro efecto que el de un acto de fe en las instituciones vigentes e implica únicamente la exigencia de que el poder constituyente del porvenir, si las ideas variasen y quisiera canalizar la variación en los cauces constitucionales -técnica de la transición española 1975-1978-, desarrolle el proceso de revisión en dos momentos: uno, la supresión del precepto constitucional prohibitivo y, otro, una vez hecho esto, el establecimiento de la forma de gobierno que responda a la nueva situación.

Se han dado casos también de rigidez «atenuada» mediante la progresiva simplificación de exigencias para la reforma con el transcurrir del tiempo durante el cual dura la Constitución. Así lo prescribía la de Portugal de 1933. En fin, más allá de las Constituciones rígidas se habla de las «pétreas», calificándose así aquellas que no determinan el procedimiento para su reforma como ocurrió con la Constitución de la Monarquía española de 1876. En realidad, la solución al silencio es fácil. El poder constituyente que las hizo nacer puede modificarlas o sustituirlas. Al autor de la reforma no cabe exigirle más requisitos que al de la Constitución misma.

En la Constitución de la II República, aprobada por mayoría simple de una sola Cámara, el Congreso, no se permitió la participación del pueblo soberano y para el futuro estableció en su art. 125 que podía ser reformada: «a) a propuesta del Gobierno»; b) a propuesta de la cuarta parte de los miembros del Parlamento». En ningún caso por iniciativa popular ni sometida luego a referéndum, expresamente prohibido por el art. 66 tratándose de la Constitución y de las leyes complementarias, concepto éste que no se definía. Una de ellas fue la durísima Ley de Defensa de la República que «en horas veinticuatro» fue aprobada el 21 de julio de 1931, interrumpiendo el debate constitucional. Así pudo escribir Wenceslao Fernández Flórez el 3 de diciembre: «Hoy tendremos Constitución, pero no disfrutaremos plenamente de ella. Ayer acordaron las Cortes que continúe en vigor la Ley de Defensa de la República. El sol del primer día republicano constitucional nace oscurecido parcialmente por un eclipse»  (3) .

Por su parte, la Constitución de 1978, que poco o nada tiene en común con su predecesora  (4) , ofrece dos vías para la reforma, una compleja para los aspectos trascendentales, con el fin de evitar la improvisación y el apasionamiento, y otra abreviada para los demás temas, llamada «exprés» estos días por la urgencia con que ha sido planteada.

II. LAS VÍAS PARA LA REFORMA EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978

La Constitución Española de 1978 no puede ser incluida en ninguna de las categorías antedichas, porque las dos vías que ofrece para las eventuales reformas resultan muy dispares, una muy dura y otra bastante asequible. En efecto, el Título X distingue dos supuestos de hecho: el primero, que se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título Preliminar, al Capítulo 2 Sección 1.ª del Título I o al Título II». No se entienda que ha de referirse al conjunto de los tres sino a uno de ellos, cualquiera, por separado, ni al entero contenido. Entre los tres miembros de la enumeración hubiera debido colocarse la conjunción adversativa. El endurecimiento es razonable. Los cuatro aspectos contemplados son los valores y principios del sistema democrático, los derechos fundamentales y las libertades públicas, la forma de Gobierno y la entera arquitectura constitucional. No se puede jugar con ellos alegremente, frívolamente, en un impulso ocasional, como una ocurrencia. Las Constituciones no son vestidos que se pueden tirar y cambiar cuando uno se aburre. Condensan un proyecto de vida en común y un conjunto de valores. Por ello han de ser dotadas de un carácter carismático y simbólico si se desea que sirvan para algo trascendente con resonancia histórica y esa pátina sólo la da el tiempo, la solera. Cambiar con frecuencia de Constitución como quien se cambia de traje devalúa el prestigio de lo constitucional, unido semántica y vitalmente a la idea de permanencia, duración y solidez.

Pues bien, a tal concepción responden las precauciones contenidas en el art. 168 CE para evitar los vuelcos pasionales. En los supuestos más arriba enumerados, la iniciativa para la reforma, ejercida por el Gobierno, el Congreso o el Senado espontáneamente o a propuesta de las Asambleas de las Comunidades Autónomas, excluye expresamente la iniciativa popular (arts. 166 y 87 CE). La propuesta se someterá a la consideración de ambos Cuerpos colegisladores y si «el principio» fuere aprobado por mayoría de dos tercios de cada Cámara, implicará la disolución inmediata de las Cortes. Una vez celebradas las correspondientes elecciones generales, las nuevas Cámaras «deberán ratificar la decisión» de reforma constitucional y proceder seguidamente al estudio del nuevo texto constitucional, total o parcial, cuya aprobación exigirá la mayoría de dos tercios de ambas Cámaras. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su eventual ratificación. La consulta plebiscitaria es en este caso preceptiva y vinculante.

La Constitución republicana de 1931, aprobada por una exigua mayoría en el Congreso, no fue sometida al juicio del pueblo. De haberlo sido quizá no hubiera llegado a promulgarse, evitando una guerra civil. Su art. 66 contemplaba la institución del «referéndum», hacia el que el Partido Socialista sentía una alergia irreprimible con síntomas de repugnancia; según Nicolás Pérez Serrano  (5) , lo configuraba como potestativo, excluyendo de su ámbito la Constitución, sus leyes complementarias y los Estatutos regionales. En el Régimen nacido de la guerra civil, la Ley de 22 de octubre de 1945, en uso de la «prerrogativa» legiferante del Jefe del Estado, estableció la institución típica del «cesarismo plebiscitario», el referéndum, al que podrían someterse los proyectos de leyes elaborados por las Cortes, «cuando su trascendencia lo aconseje o el interés público lo demande», para evitar que «la voluntad de la nación pueda ser suplantada por el juicio subjetivo de sus mandatarios», frase que parece tomada de Alexander Hamilton, uno de los padres de la Constitución norteamericana. Al comenzar el verano de 1947 se sometió a referéndum la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, que se arrogó la condición de «Fundamental», otorgando retroactivamente tal calidad al Fuero del Trabajo, a la Ley de Cortes, al Fuero de los Españoles y a la Ley del Referéndum, exigiéndolo en lo sucesivo para las sucesivas normas de tal carácter  (6) . Por ello, la Ley para la Reforma Política, «octava» Ley Fundamental, que abrió de par en par las compuertas de la democracia, hubo de ser ratificada plebiscitariamente, por abrumadora mayoría, el 15 de diciembre de 1976, como lo fue también el 6 de diciembre de 1978 la propia Constitución, que a su vez exige este vestigio residual de la «democracia directa» para legitimar popularmente las decisiones constituyentes.

La segunda vía para las reformas constitucionales se abre para aquellas que, siendo parciales, no afecten a ninguno de los tres puntos neurálgicos señalados más atrás. En definitiva, se trata de «enmiendas», utilizando el lenguaje norteamericano, o de «amejoramientos» si nos vamos a Navarra, con un contenido concreto, como las dos aprobadas hasta ahora. Una, en 1992 para permitir que en las elecciones municipales pudieran gozar del derecho de sufragio activo y pasivo los ciudadanos de la Unión Europea (art. 13.2 CE) y otra esta que comento aquí y ahora. También podrían seguir el mismo camino la supresión de la preferencia por razón de sexo, dentro del mismo grado, en el orden de sucesión a la Corona (art. 57.1 CE), aunque esto sea dudoso, la nueva configuración del Senado o la redistribución de competencias concretas entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

En tal supuesto, «los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos (210 diputados) de cada una de las Cámaras». Si no hubiere acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que «presentará un texto» para ser votado por el Congreso y el Senado. «De no lograrse la aprobación» «y siempre que el texto hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso por mayoría de dos tercios podrá aprobar la reforma» (art. 167.1 y 2 CE). No es necesario en este supuesto el referéndum, pero sí podrá convocarse con carácter potestativo «cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras». El resultado de la consulta es vinculante «para su ratificación» (art. 167.3 CE).

III. LA SEGUNDA «ENMIENDA» CONSTITUCIONAL

En el principio fue una carta que el Presidente del Banco Central Europeo dirigió en los primeros días de agosto -el 7- al Presidente del Gobierno del Reino de España, duplicado al parecer de otra enviada a Silvio Berlusconi, primer ministro italiano. En ella Jean-Claude Trichet, oriundo de la «dulce Francia», antes de que el Banco comprara bonos de deuda pública italiana y española para evitar o paliar el desastre, pidió a José Luis Rodríguez Zapatero «medidas más valientes que las que planea anunciar a lo largo de agosto» e insistía en la reducción del déficit presupuestario, pero en esta ocasión ordenando también cómo llevarlo a cabo. El texto de la misiva no se ha hecho público, quizá por lo conminatorio e imperativo de su tono, rayando con la impertinencia -según se dice- y lo conocen muy pocas personas: el Rey, el candidato del Partido Popular Mariano Rajoy y quizá algunos dirigentes nacionalistas como Josep Antonio Durán Lleida de «Convergència i Unió» o Íñigo Urkullu del Partido Nacionalista Vasco (ambos situados ideológicamente en la derecha). No estaría de más que, una vez cumplidas sus exigencias, los ciudadanos españoles pudieran conocer el texto íntegro.

En consecuencia, la iniciativa formal de la reforma constitucional partió, como no podía ser de otra manera, del Presidente del Gobierno una vez que, consultado el líder del otro partido mayoritario -juntos suman 322 escaños en el Congreso y 190 en el Senado-, obtuvo inmediatamente una respuesta favorable y, por supuesto, previsible. Conviene recordar al respecto que en los tiempos de José M.ª Aznar se habían promulgado la Ley 18/2011, de 12 de diciembre, general de estabilidad presupuestaria, y la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria de la anterior, normas ambas que perseguían la misma finalidad. En ellas se vedaba el déficit presupuestario, que había de mantenerse siempre por debajo del 3% aun cuando con alguna flexibilidad. El nuevo Gobierno de la extrema izquierda socialista presidido por José Luis Rodríguez Zapatero modificó tales normas a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, Pedro Solbes. La Ley 15/2006, de 26 de mayo, mantenía el objetivo de la estabilidad pero dentro de un abanico temporal más amplio, no anual sino «a lo largo del ciclo económico». Por otra parte, y coherentemente, el 25 de junio de 2010 el candidato del Partido Popular había propuesto sin éxito al Gobierno la misma medida. Así, pues, en la madrugada del 25 de agosto se presentó en el Congreso la iniciativa legislativa como factor desencadenante de la reforma, dándose la paradoja de que una propuesta típica de la política económica conservadora, propugnada desde los escaños de la oposición, era expropiada por el banco azul que ocupaban los socialistas, cuya tendencia por su orientación ideológica ha sido siempre el incremento crónico del gasto público. Europa, gobernada por la derecha en Alemania, Francia, Reino Unido e Italia, pretende así enderezar el rumbo con una orientación distinta a la de Estados Unidos, cuyo Presidente, Barak Obama, del partido demócrata, ha optado por la salida contraria. El tiempo nos dirá quién acertó, si el nuevo o el viejo mundo.

Pues bien, el viernes 2 de septiembre de 2011 el Congreso de los Diputados aprobó la segunda «enmienda» a la Constitución. De los 350 diputados que lo componen, dieron el «sí» 316 y votaron en contra cinco, de ellos dos del Partido Socialista y otros tantos de Coalición Canaria, con Rosa Díez de Unión Progreso y Democracia, nacida socialista, decepcionada más tarde. Se abstuvieron los diez de Convergència i Unió más los seis del Partido Nacionalista Vasco. No concurrieron a la sesión tres socialistas como muestra de disconformidad y dos del partido popular por causa justificada y salieron del salón «ostentóreamente» los cuatro de «Esquerra Republicana-Iniciativa per Catalunya Verds» (ICV) y tres de NaBai-Bloque Nacional Galego. Se quedó «córpore in sepulto», aunque «espiritualmente» estaba en los pasillos, el diputado comunista Gaspar Llamazares, con certificado de origen, cuya exclusiva y constructiva finalidad era vetar la «enmienda transaccional» conseguida trabajosamente de los catalanistas, conseguido lo cual intentó marcharse para que su cuerpo se reuniera con el ectoplasma, aun cuando el presidente de la Cámara se lo impidió por haber empezado la votación y hubo de tomar asiento en el de una estenógrafa. «Para lo que vamos a durar en el convento», comentó en voz alta.

La Mesa del Congreso había rechazado seis de las veinticuatro enmiendas presentadas por los partidos nacionalistas y el comunista, enmascarado bajo las siglas IU. De éste procedía la más radical cuyo objetivo era cambiar la forma de Gobierno de monarquía hereditaria a república. La de someter la reforma a referéndum tampoco prosperó. El Partido Nacionalista Vasco y Esquerra Republicana pretendieron introducir en el art. 2.º CE el derecho de autodeterminación, ni siquiera reconocido en el ámbito internacional. Además propusieron cambiar el régimen de concierto económico y sustituir la palabra «nacionalidades» por «naciones» del Estado. Eran deliberados brindis al sol, normales en su actuación siempre demagógica ya que esas cuestiones caen fuera del procedimiento abreviado de reforma por estar blindadas en el art. 168 CE. Las ocho enmiendas de Convergència i Unió tenían un carácter más moderado. La principal proponía que se respetara la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas y que ellas fueran, cada una a su aire, quienes fijaran el límite del déficit público propio, confundiendo a sabiendas «autonomía» con «soberanía» para reinstalarse en el caos, que es lo suyo. En consecuencia, el art. 135 de la Constitución -a reserva de su ratificación por el Senado- quedó redactado en principio como se había propuesto, con una ligera corrección gramatical en el párrafo 3 aconsejada por la Real Academia Española, consistente en un cambio de preposiciones. «Al» se sustituye por «con» para marcar la relación entre el volumen de la deuda pública y el producto interior bruto.

Una vez recibido el texto del nuevo art. 135 en la Cámara Alta, la Mesa del Senado decidió no admitir cinco de las enmiendas por considerar que extravasaban el ámbito de la reforma, eliminando también otras veintidós que presentaron Convergència i Unió, Esquerra Republicana de Cataluña, Partido Nacionalista Vasco, Bloque Nacionalista Galego y Coalición Canaria. Fueron admitidas en cambio dos propuestas de ICV para la celebración de referén- dum, aunque se rechazaron luego en el seno de la Comisión Constitucional, que aprobó el 6 de septiembre el nuevo art. 135 de la Constitución y lo reexpidió al Pleno. Allí socialistas y populares desestimaron todas las enmiendas de los demás grupos parlamentarios, huérfanas de los votos suficientes, aunque ello no impidiera su reconsideración en la sesión plenaria. El texto salió adelante con el apoyo del PSOE, el PP y el representante de Entesa, Ramón Alena, socialista. El único voto en contra fue pulsado por Coalición Canaria. Los Senadores de catalanistas y euskaldunes no participaron en la votación, aunque permanecieron sedentes en sus escaños.

Al siguiente día, miércoles 7 de septiembre, tras un debate donde el cruce dialéctico repitió lo sucedido en el otro Cuerpo colegislador, el Senado aprobó el art. 135 de la Constitución sin alterar ni una coma por 233 votos a favor (PSOE, PP y Unión del Pueblo Navarro) contra tres votos negativos (Coalición Canaria y Foro Asturias). Dos Senadores socialistas, contrarios a la reforma, prefirieron no asistir, los de ERC  (3)  y BNG  (1)  salieron del salón al iniciarse la votación y en cambio se quedaron los de CiU  (7) , PNV  (3)  y ICV  (2)  pero sin participar en ella. Hubo además nueve que no acudieron: dos del PSOE, dos del PSC, tres del PP y uno de CiU.

Una vez excluida la posibilidad de someter la reforma ad referendum, Su Majestad el Rey en la Zarzuela sancionó, con el refrendo del Presidente del Gobierno, la reforma del art. 135 de la Constitución (7) , en un acto al que asistieron además los Presidentes del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, el Jefe de la Casa del Rey, el Secretario General y el Jefe del Cuarto Militar. No fue invitado el líder de la oposición, Mariano Rajoy, copatrocinador de la reforma, omisión imperdonable y poco elegante. Por otra parte, en mi opinión los refrendantes del nuevo precepto constitucional hubieran debido ser los presidentes de los Cuerpos Colegisladores, asiento de la soberanía popular, pero la foto es la foto. El acto había comenzado con la lectura de un documento suscrito por ellos donde se comunicaba al Rey que se habían cumplido todos los trámites exigidos para la reforma.

Una breve e innecesaria «exposición de motivos» encabeza el texto, en la que se utiliza la vieja palabra «gobernanza» casi en desuso pero puesta de moda precisamente durante este septenio de desgobierno, y se recuerda con acierto que «la salvaguarda de la estabilidad presupuestaria ya supuso un instrumento imprescindible para lograr la consolidación fiscal que nos permitió acceder a la Unión Económica y Monetaria», pero velando discretamente que, infringida en la última etapa del presidente Felipe González, estuvo a punto de impedir la de España en la eurozona. Conseguido de nuevo el equilibrio contable por el sucesor, José María Aznar y consagrada en las dos leyes en 2011 mencionadas más arriba, el preámbulo termina enfatizando que vincula «a todas las Administraciones públicas en su consecución» y refuerza «el compromiso de España con la Unión Europea». En definitiva, se trata de «garantizar la sostenibilidad económica y social de nuestro país» con una finalidad muy actual: «fortalecer la confianza en la estabilidad de la economía española a medio y largo plazo». En su virtud, el artículo único dispone que «el art. 135 de la Constitución Española queda redactado como sigue»:


«1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria.

2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados Miembros.

Una ley orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas, en relación con su producto interior bruto. Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario.

3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o contraer crédito. Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión.

El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación con el producto interior bruto del Estado no podrá superar el valor de referencia establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados.

5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la participación, en los procedimientos respectivos, de los órganos de coordinación institucional entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. En todo caso, regulará:

a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse.

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.

c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria  (8) .

6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de los límites a que se refiere este artículo, adoptarán las disposiciones que procedan para la aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones presupuestarias  (9) .»



IV. SIGNIFICADO Y ALCANCE DE LA REFORMA

El autor de la idea de proscribir constitucionalmente el déficit presupuestario fue James M. Buchanan, Premio Nobel de Economía, que la expuso hace más de treinta años en su libro Los límites de la libertad. Adoptada en la Ley Fundamental de Bonn, Suiza la introdujo en 2003 («freno a la deuda», «Schuldenbremse») y puede encontrarse en muchas de las Constituciones de los estados miembros de Estados Unidos  (10) . Pues bien, destinatarias de este nuevo precepto constitucional son las Administraciones públicas. Todas ellas, pero sólo ellas, las territoriales y las institucionales, lo que en tiempos se llamó «administración indirecta»  (11) , es decir, el cortejo de organismos autónomos y sociedades públicas, que enmascara no siempre con fines limpios actividades materialmente administrativas. En consecuencia no sólo queda el Estado vinculado por el principio de estabilidad presupuestaria sino muy especialmente las Comunidades Autónomas, que son mencionadas así, con su nombre genérico, por primera vez en la Constitución, en cuyo texto originario figuraban como entes a crear, como futuribles. En mi opinión, ésta es la auténtica finalidad de un mandato tan explícito e inequívoco: dotar al Estado de un instrumento que le habilite o legitime explícitamente para poner orden en esa jaula de grillos, refugio del caciquismo, en que se han convertido algunas de ellas. Podrá decirse que para tal finalidad bastaba el muy reciente pronunciamiento del Tribunal Constitucional, su STC 134/2011, de 20 de julio, donde se enjuicia la constitucionalidad de la Ley general de estabilidad presupuestaria promulgada el año 2001 por el Gobierno Aznar. Sin embargo, no es lo mismo declarar la compatibilidad con la Constitución de ese principio, como podría serlo -en una hipótesis que puede resultar profética- el presupuesto cíclico que acepta la Ley 15/2006, dentro de un supraconcepto, el de discrecionalidad de la política presupuestaria, que imponerlo como solución constitucional única.

En el nivel de autonomía política de que disfrutan las regiones de España, no alcanzado por ente análogo alguno dentro del continente europeo, el nuevo mandato constitucional sitúa en un mismo nivel al Estado y a las Comunidades Autónomas. Ni el uno ni las otras «podrán incurrir en un déficit estructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la Unión Europea para sus Estados miembros». En 1978, cuando se promulgó la Constitución, el Reino de España se encontraba fuera de las Comunidades Europeas pero marcando el paso ante la puerta para ser recibido. Por ello, se incluyó en el art. 93 CE, con carácter aparentemente abstracto pero cuya única finalidad era facilitar la integración en Europa, una eventual autorización para poder atribuir «a una organización o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución». En tal sentido la Sala Tercera del Tribunal Supremo en su Sentencia de 28 de abril de 1987 aplicó por primera vez directamente el Derecho comunitario derivado para satisfacer el principio de legalidad tributaria con «eficacia directa y carácter prevalente en virtud de la cesión parcial de soberanía que suponía la adhesión de España a la Comunidad autorizada por la Ley Orgánica 10/1985, de 2 de agosto, en cumplimiento del art. 93 de nuestra Constitución, cortado a la medida para esta circunstancia»  (12) . También se había dejado en la penumbra el origen y fundamento de la primera «enmienda» a la Constitución introducida el año 1992 en el párrafo 2 del art. 13 CE para permitir el ejercicio del «derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales» por extranjeros, siempre que fueran ciudadanos europeos  (13) .

Aquí y ahora en cambio la Unión Europea que estaba detrás de la chumbera en los preceptos arriba transcritos, no sólo es invocada por su nombre dos veces -párrafos 2 y 3 in fine- sino que tal invocación se hace para dar el pase a sus mandatos sobre los límites permitidos al déficit estructural y al volumen de la deuda pública del conjunto de las Administraciones públicas en una cesión anticipada de soberanía. Los márgenes de actuación aparecen perfilados con notable flexibilidad tanto desde una perspectiva temporal -la vigencia se demora ocho años, casi una década hasta 2020- como coyuntural, pues se instala una válvula de seguridad algo singular que permite superar ambos límites «en caso de catástrofes naturales, recesión económica o situación de emergencia extraordinaria».

Dicho lo cual queda claro que, en este ámbito de homogeneidad contable, todas las Comunidades Autónomas son iguales  (14) . Nada significan aquí esas extrañas diferencias de alta y baja velocidad, históricas o de diseño, asimétricas o no. Es el final de un trayecto previsible y previsto, en cuya virtud las diferentes partes del todo tienden insensiblemente a su homogeneización. Por encima y por debajo de las diferencias ortográficas que puerilmente se utilizan para distanciar las lenguas hermanas, la identidad genética y cultural conducen a la convergencia. Por otra parte, cualquier logro, cualquier obtención de un beneficio -económico, claro está- conseguido por una ha impulsado el deseo legítimo de las demás para no perdérselo, así que hoy en día todas se sienten de cinco estrellas.

En el caso de las Entidades Locales -Provincia, Municipio y otras supra o inframunicipales- su extraordinaria, desorbitada proliferación cuantitativa -son 8.144-, su descompensación en el territorio nacional con provincias de dos docenas de Ayuntamientos y otras de seiscientos e incluso ochocientos y su falta de homogeneidad, se hace necesaria una mano de hierro que ponga orden en la gestión, sin menoscabo de su autonomía, velando simplemente por el cumplimiento de la Ley  (15) . Con Alcaldes que siguen declarando la guerra a Napoleón, en unas Administraciones enclenques y mal preparadas, los Municipios españoles han de ser configurados topográfica, poblacional y económicamente con unas dimensiones que los haga viables y no disfuncionales, restableciendo cuando haya lugar a ello estrictos controles de legalidad. Dicho esto como desahogo previo, al lector no le extrañará saber que aplaudo el mandato tajante y sin excepciones del párrafo 2 in fine: «Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario». Sin más.

El art. 135 CE en su redacción actual introduce una evidente reforma estructural dentro del ámbito de un «desarrollo sostenible», por limitar el endeudamiento público para impedir que el bienestar de las generaciones actuales hayan de pagarlo las venideras. Por otra, se configura como un instrumento de cohesión no sólo en el tiempo sino de las distintas partes que componen el Estado lato sensu, y bien pudiera ser el primer paso, o quizá el factor desencadenante, de un proceso constituyente de remodelación del mapa autonómico. Se echa a faltar un nuevo precepto en la Constitución que declare la responsabilidad no sólo política sino patrimonial e incluso penal de los gestores que manejen los caudales públicos sin los «criterios de eficiencia y economía» del gasto público que exige el art. 32 CE, a los que cabría añadir el de «objetividad» invocado en el 103,1 CE. En definitiva de quines incurran en prodigalidad, despilfarrando el dinero de todos en panem et circenses o en barrer para adentro, enchufando descaradamente su clientela a la ubre de los presupuestos mediante el empleo sin atender al mérito o la capacidad o las subvenciones. A todo ello ayudaría mucho un reforzamiento de la posición del Tribunal de Cuentas, cuidando que en la selección de sus componentes prime la competencia y la rectitud por encima de ideologías y disciplina de partido  (16) .

V. LA DONOSA QUIEBRA DEL CONSENSO CONSTITUCIONAL

El que se ha venido en llamar «Estado de las Autonomías», muy mal diseñado en el Título VIII de la Constitución, que desde el primer día fue calificado como el más defectuoso, pero pudo haber sido corregido por el Tribunal Constitucional para lo cual estaba llamado, ha resultado muy negativo en muchos aspectos, aun cuando también haya prestado notables servicios. Uno de ellos, y muy importante, conseguir un cierto equilibrio de las fuerzas políticas mediante la división horizontal o geográfica del poder, evitando que el país se escorase excesivamente a babor o a estribor según los aires que impulsaban al Gobierno de la Nación en cada coyuntura electoral y sirviendo así de contrapeso al triunfo de un partido en todo el territorio nacional. Estremece pensar lo que hubiera podido ser el «septenio negro» de José Luis Rodríguez Zapatero y su cohorte de la extrema izquierda socialista sin el oasis de las Comunidades de Galicia, Castilla, Valencia, Murcia o Madrid. Otro de los beneficios sería la recuperación de la cultura propia de cada una de ellas, a veces con evidentes excesos rayanos en el indigenismo y, otras, en el ridículo, fomentando el tribalismo nacionalista. La doctrina constitucional a lo largo de estos treinta años zigzagueante y coyuntural, sin una idea del Estado, sin ambición histórica, tan diferente de la norteamericana, ha agravado el galimatías. En vez de paliativo o remedio ha puesto al paciente en trance de muerte.

Se ha dicho que esta segunda «enmienda» a la Constitución ha roto el consenso inicial que sirvió en 1978 para elaborarla e incluso se ha profetizado un «choque de trenes», en el bien entendido de que tales convoyes son, como siempre para ellos, Cataluña y España y un «distanciamiento afectivo», juzgando al resto de los españoles por ellos mismos. Esa reacción infantil que revela una gran inmadurez no sólo política sino intelectual, como las provocadas por la STC 31/2010 sobre el nuevo Estatuto, es lisa y llanamente una rabieta. Acostumbrados a ser bisagra con muy poca fuerza gracias a la debilidad y la doblez de un presidente de Gobierno inverosímil, José Luis Rodríguez Zapatero, que metía goles en su propia portería, incapaz de hacerlo en la contraria, los separatistas asilvestrados han descubierto que pueden ser circunvalados si los dos partidos mayoritarios, «nacionales» mal que les pese, decidieran ponerse de acuerdo en las cuestiones estratégicas, por encima del caparazón vacío de las ideologías. Defendí esa actitud -puro sentido común- en la primera de mis cartas al lector en Actualidad Administrativa para facilitar la investidura del presidente electo sin pagar peaje a vascones y catalonios  (17) . No se me hizo caso ni yo lo esperaba.

Es una pataleta, sí, pero también algo más profundo. Se ha definido la democracia como el gobierno de la mayoría con respeto a las minorías. Suscribo plenamente esa definición que impide las dictaduras parlamentarias, pero no puedo compartir la interpretación o lectura revertida en cuya virtud el respeto se transforma en la imposición de criterios minoritarios, a veces minúsculos, reforzados por la extorsión permanente. Las «mayorías aritméticas» -expresión comunista- han sido siempre despreciadas por los enemigos de la democracia olvidando que la cantidad cuando llega a un cierto nivel se transforma en calidad. Lo dijo Hegel y lo recogería luego Marx. Cuando una reforma constitucional es aprobada por el 90% de los representantes del pueblo, hay que concederle el mismo respeto e idéntica consideración, al menos, que a las ocurrencias respaldadas por uno (IU), tres (NaBai-BNG), cuatro (ERC-ICV), seis (PNV) y hasta 10 diputados (CiU). Bien es verdad que gracias a la irresponsabilidad de muchos y a su escaso sentido del interés general llevamos siete años bajo una «dictadura de las minorías periféricas» en general y con estrecho parentesco ideológico, como es el caso de la extrema izquierda marxista-leninista a quien se le concedió la patente de escribir la «memoria histórica»  (18) .

Un paso más en este soliloquio me trae de nuevo a la peregrina queja de la quiebra del consenso constitucional de 1978. Ese acuerdo inicial, en el que algunos se presentaron con máscara haciendo creer lo que no eran, y otros prefirieron comulgar con ruedas de molino a sabiendas de su falsedad, se rompió nada más promulgarse la Constitución. Hubo auténtica transacción entre los partidos de vocación nacional, Unión de Centro Democrático y Socialista e incluso el Comunista, pero nunca con las fuerzas centrífugas, vascas y catalanas, que aceptaban lo que aceptaban con reservas mentales como trampolín o «cabeza de playa» para seguir horadando. Eran moderados o, si se prefiere, hipócritas por miedo a las reacciones (el valor no fue nunca su cualidad más distintiva). La tónica de unos cuantos partidos políticos fue desde el principio la deslealtad constitucional. El Partido Nacionalista Vasco, que recogía las nueces caídas del árbol sacudido por ETA según expresión propia, o Esquerra Republicana fueron anatematizados por Juan Negrín y Manuel Azaña en 1938 y 1939 que, ya en el destierro, se refería por enésima vez a «las felonías de los separatistas catalanes y vascos»  (19) . No conviene olvidar que Lluis Companys, presidente de la Generalidad, fue condenado a 30 años de reclusión mayor por el Tribunal de Garantías Constitucionales (Sentencia de 6 de junio de 1935) como reo del delito de rebelión militar contra la República. Ya sé que recordarlo no es «políticamente correcto» (= censura) pero alguien tiene que decirlo  (20) . En esta nueva etapa histórica, con el mayor nivel de autogobierno concebible, continúa la huida hacia delante. El «soberanismo» o el Estado confederal, el Plan Ibarreche, el Pacto del Tinell, el «tripartito», el nuevo Estatuto de Cataluña, no eran sino cargas de profundidad contra la Constitución del consenso. ¿Merece la pena buscarlo con quienes alardean de no sentirse españoles? ¿Dedicamos una larga parrafada a la guerra de las banderas? ¿Qué ocurre con el idioma común, la lengua franca, donde gobiernan quienes ahora patalean? ¿Rebobinamos la moviola para contemplar la bochornosa propaganda de los partidos catalanistas en las últimas elecciones autonómicas de 2010, agresiva y babeante contra el resto de los españoles?

En definitiva, la experiencia muestra que el método utilizado en estas dos ocasiones marcan el camino para adaptar la Constitución a las nuevas circunstancias: «enmiendas» concretas y parciales por su propia naturaleza, encauzadas a través del procedimiento «exprés» con el acuerdo de las dos fuerzas políticas mayoritariamente representadas en el Congreso y en el Senado, procurando convencer a las minoritarias y aceptar en su caso las sugerencias razonables pero sin plegarse a extorsión alguna. Así, algún día podrá dotarse al Senado de fisonomía propia, sin imitaciones absurdas del sistema norteamericano y corregir en lo necesario el defectuoso e incoherente planteamiento del Título VIII, temas ambos no blindados para su modificación. Nada positivo puede esperarse de grupos antisistema como el Partido Comunista de España, o Esquerra Republicana de Cataluña que no lo ocultan, el Partido Nacionalista Vasco y en mucha parte actualmente Convergència i Unió. La democracia ha de ser respetuosa de todos y por ello comprensiva pero no estúpida ni suicida. Aquellos que no se sienten españoles y trabajan para la destrucción de España no parecen los mejores socios para construirla. Quienes voluntaria y contumazmente se coloquen fuera del campo de juego ahí deben permanecer, vociferando cuanto les plazca como espectadores, pero sin protagonismo alguno. Fuera máscaras y juego limpio. Por otra parte, no se olvide que la barahúnda a la cual son tan aficionados, oculta un hecho notorio: en su propio terreno no han conseguido persuadir a la mayoría de sus convecinos, que en prudente silencio las más de las veces, pero otras explícitamente, siguen sintiéndose españoles. Vayamos del brazo con quienes canten «per a ofrenar noves glòries a Espanya» como inicia sus bellos compases el himno de Valencia.

Rafael de Mendizábal Allende 

Magistrado Emérito del Tribunal Constitucional De la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación 
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I.  CONCEPTO Y ALCANCE DEL DESARROLLO SOSTENIBLE

Cuando la LES define su objetivo fundamental lo hace de una forma realmente concisa, pues éste se refiere a la introducción en nuestro ordenamiento jurídico  (1)  de «las reformas estructurales necesarias para crear condiciones que favorezcan un desarrollo económico sostenible», art. 1.

No obstante, inmediatamente se deduce que nos encontramos ante una declaración de intenciones realmente ambiciosa en sus pretensiones, y que conlleva la necesidad ineludible de una modificación ingente de normas jurídicas, dado el carácter profundamente transversal que esta norma se arroga.

Además, el art. 2 LES ofrece, por primera vez en nuestro Derecho, una definición legal  (2)  del concepto de desarrollo sostenible, al entender que éste es «un patrón de crecimiento que concilie el desarrollo económico, social y ambiental en una economía productiva y competitiva, que favorezca el empleo de calidad, la igualdad de oportunidades y la cohesión social, y que garantice el respeto ambiental y el uso racional de los recursos naturales, de forma que permita satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para atender sus propias necesidades».

Por tanto, esta definición legal integra las pretensiones establecidas en el concepto internacionalmente reconocido de «desarrollo sostenible» que, por primera vez, fue recogido por la ONU en el Informe de la Comisión Brundtland, «Nuestro Futuro Común», aprobado por la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo celebrada en fecha 11 de diciembre de 1987, y en el cual se afirmaba que «el desarrollo sostenible es el desarrollo que satisface las necesidades de la generación presente sin poner en peligro la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades».

Esta inicial referencia internacional ha sido completada por la Declaración de Río  (3) , realizada en el seno de la Conferencia de las Naciones Unidas celebrada entre los días 3 a 14 de junio de 1992, y en la cual se estableció, en su Principio I, que «los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza». Estableciendo el Principio III que «el derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras».

De ambas definiciones se puede afirmar que el concepto internacional del «desarrollo sostenible» tiene tres dimensiones principales: el crecimiento económico, la equidad social y la protección del medio ambiente. De esta forma, en la base de la dimensión económica está el principio de que el bienestar de la sociedad debe alcanzar su nivel máximo y de que se debe erradicar la pobreza mediante la utilización óptima y eficiente de los recursos naturales. Por otra parte, el aspecto social concierne a la relación entre la naturaleza y los seres humanos, el mejoramiento del bienestar de la población, el mejoramiento del acceso a los servicios básicos de salud y educación, el cumplimiento de las normas mínimas de seguridad y el respeto de los derechos humanos. Y, por último, la dimensión ambiental entraña la conservación y mejora de la base de recursos físicos y biológicos y de los ecosistemas  (4) .

Así, para que el desarrollo sostenible sea realmente operativo resulta fundamental resolver el problema de la evaluación y gestión de las relaciones complejas entre los objetivos económicos, sociales y ambientales. Y es en este entorno donde debe ubicarse la precitada Declaración de Río, pues ésta promueve las estrategias nacionales de desarrollo sostenible como mecanismos para plasmar en políticas y medidas concretas los objetivos y aspiraciones de un país en materia de desarrollo sostenible.

En el ámbito europeo, la utilización de la expresión «desarrollo sostenible» en las instituciones de la Unión ha sido relativamente tardía; de esta forma, debemos referirnos al 5.º Programa de la Comunidad Europea sobre la Política y la Acción en relación con el medio ambiente denominado: Hacia un desarrollo sostenible (5) , aprobado en el año 1993, para encontrarnos con una de sus primeras referencias expresas. En un plano normativo, la versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) establece en su art. 11 que «las exigencias de la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las políticas y acciones de la Unión, en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible»  (6) . Y el Tratado de la Unión Europea (TUE) establece en su art. 3.3 que «la Unión establecerá un mercado interior. Obrará en pro del desarrollo sostenible de Europa basado en un crecimiento económico equilibrado y en la estabilidad de los precios, en una economía social de mercado altamente competitiva, tendente al pleno empleo y al progreso social, y en un nivel elevado de protección y mejora de la calidad del medio ambiente».

Pues bien, de forma armónica con las declaraciones realizadas en el seno de la ONU y las existentes en el Derecho de la Unión Europea  (7) , la LES articula el desarrollo sostenible sobre tres grandes pilares: la mejora del entorno económico y la competitividad, la sostenibilidad ambiental y la dimensión social  (8) .

Y es que, como ha señalado el Consejo de Estado, se utiliza en la LES un concepto de «sostenibilidad» centrado en las tres anteriores facetas, es decir, en los aspectos económicos (que permitan fundamentar la actividad económica en unas bases sólidas de modo que los indicadores y criterios que la midan muestren, de modo perdurable, signos positivos), así como en criterios medioambientales (centrados en una eficiente y adecuada utilización de los recursos naturales de modo que se garantice su reposición y recuperación). La inclusión de esta dimensión social, según el Consejo de Estado, permite enfocar la sostenibilidad desde una perspectiva más integral, tratando de atender los aspectos de política social a que debe servir la ordenación y desenvolvimiento de la actividad económica.

No obstante, esta dimensión social no aparece luego reflejada adecuadamente en el articulado de la norma; por ello, el Consejo de Estado afirma que «la rúbrica que emplea el Anteproyecto no se corresponde con su actual alcance, por lo que convendría reemplazarla por otra que destaque adecuadamente los aspectos económicos y medioambientales que constituyen el objeto propio y específico de la proyectada nueva legislación»  (9) .

En definitiva, resulta innegable que uno de los temas centrales en la configuración de las sociedades modernas es alcanzar un «desarrollo sostenible», para lo cual se requiere la necesaria articulación entre los intereses públicos derivados de la necesidad de proteger el medio ambiente y de aquéllos otros que deben proteger la actividad económica (productividad, competitividad, etc.). Y todo ello con la finalidad de alcanzar un cambio del modelo de desarrollo que tenga en cuenta las condiciones ambientales y las necesidades de las generaciones futuras.

Así en España, y una vez transcurrido un primer momento de escasa valoración de los intereses públicos protegidos bajo la expresión «medio ambiente», se ha producido una necesaria reubicación de su importancia en todos los órdenes de la actuación de los poderes públicos en general, y de las Administraciones públicas en particular.

Iniciándose, a partir de los años sesenta, un proceso normativo que trataba de preservar el medio ambiente de las acciones perjudiciales, y cuya culminación se ha plasmado en el texto de la vigente Constitución Española (CE)  (10) .

De esta forma, se puede fechar la primera referencia normativa expresa al medio ambiente en el Reglamento de actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, RAMINP.

Además de este RAMINP, se pueden citar referencias normativas de fechas anteriores, y ubicadas en el ámbito de la protección de la salud, en textos tales como la Orden del Ministerio de Fomento de 1884 o la Instrucción General de Sanidad de 1904; especial referencia merece el texto de la Constitución de 1931, que imponía al Estado la obligación de proteger «los lugares notables por su belleza natural o por su reconocido valor artístico o histórico», art. 45.

No obstante, se debe esperar hasta la aprobación del texto constitucional de 1978 para volver a encontrar referencias a la regulación de la materia medioambiental. En este sentido, la CE cuando se refiere al medio ambiente, lo hace constituyendo un derecho colectivo cuyo disfrute corresponde a todos los ciudadanos, a la vez que su protección se impone también a éstos como un deber, art. 45.1.

Obligando a los poderes públicos, en su apartado segundo, para que velen «por la utilización racional de todos los recursos públicos, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva».

Se asume constitucionalmente, por tanto, la existencia de una tensión entre la actividad económica, que comporta la creación de empleo, el desarrollo de la industria y los posibles beneficios para la actividad económica nacional, y el respeto al medio ambiente, cuya preservación no sólo permite garantizar un alto nivel de calidad de vida de los ciudadanos, sino también alcanzar un «desarrollo sostenible».

De esta forma, se deben elaborar políticas públicas que permitan mejorar continuamente la calidad de vida de las actuales y futuras generaciones para alcanzar una sociedad más próspera y justa, a la vez que se deberá garantizar un medio ambiente más limpio, seguro y sano, una sociedad que permite una mayor calidad de vida, para nosotros, para nuestros hijos y para nuestros nietos. Para conseguirlo en la práctica es necesario que el crecimiento económico apoye al progreso social y respete el medio ambiente, que la política social sustente los resultados económicos y que la política ambiental sea rentable.

Pues bien, es este concepto de «desarrollo sostenible» el que se pretende integrar en nuestro Derecho a través de la concreción legal realizada en el art. 2 LES, y ello en plena sintonía con la declaración constitucional contenida en el art. 45 CE.

Se observa, además, una voluntad de aplicar el concepto de «desarrollo sostenible», como concepto jurídico, en la regulación de los sectores referidos a la economía y al medio ambiente, fundamentalmente.

De esta forma, la LES establece en su art. 3 los principios orientadores de esta acción pública y que concreta en los siguientes ocho objetivos: mejora de la competitividad; estabilidad de las finanzas públicas; fomento de la capacidad innovadora de las empresas; ahorro y eficiencia energética; promoción de las energías limpias y la reducción de emisiones; racionalización de la construcción residencial; mejora de la calidad de la educación y, por último, el fortalecimiento del Estado social.

En el estricto ámbito de la tensión entre la actividad económica y el medio ambiente, el Tribunal Constitucional, en su sentencia 102/1995, ha establecido que esta tensión conduce a la necesidad de integrar el mandato a los poderes públicos de «impulsar y desarrollar se dice, la actividad económica y mejorar así el nivel de vida, ingrediente de la calidad sino sinónimo, con una referencia directa a ciertos recursos (la agricultura, la ganadería, la pesca) y a algunos espacios naturales (zonas de montaña) (art. 130 CE), lo que nos ha llevado a resaltar la necesidad de compatibilizar y armonizar ambos».

Pues bien, tal armonización requiere de una adecuada ponderación entre los intereses económicos y ambientales, para lo cual el Tribunal Constitucional viene exigiendo que los criterios de ponderación deberán ser establecidos por el legislador y luego aplicados por la Administración; tal ponderación debe ser razonable y proporcional y en ella se deberán valorar aspectos tales como la incidencia de la actividad sobre los recursos de interés general o para la economía nacional (si lo que se pondera es la actividad económica), o los posibles daños al medio ambiente (si lo que se pondera es la incidencia sobre el medio ambiente)  (11) .

Y esta obligación que la CE impone a los poderes públicos determina que la actividad económica, y los intereses públicos que la subyacen, deba ser realizada tratando de proteger los valores medioambientales. Dicho de otra forma, desde el texto constitucional se consagra la inequívoca conclusión de que resulta imprescindible cohonestar las actividades económicas y aquellas derivadas de la protección del medio ambiente. Obligación que, en el caso de los poderes públicos, se convierte en un mandato imperativo de naturaleza constitucional.

Ante esta situación normativa en nuestro Derecho resulta imprescindible valorar la importancia que debe concederse a la armonización de la actividad económica y la protección del medio ambiente.

Pues bien, para lograr la finalidad anterior se debe articular una respuesta de los poderes públicos basada en las siguientes premisas:


	
1.º Analizar los diversos intereses jurídico-públicos que subyacen en cada una de estas actividades en el caso concreto a enjuiciar, 

	
2.º Racionalizar estos intereses sobre parámetros de enjuiciamiento jurídico-técnicos, y 

	
3.º Extraer las conclusiones necesarias que se puedan extrapolar a la concreta realidad. 



En definitiva, no nos debemos dejar llevar por el significado de los mitos, sino de las realidades reconocibles que deben ser racionalizadas; por ello, no cabe la aplicación de dogmatismos estandarizados, sino de la articulación de instrumentos jurídicos y técnicos que nos permitan alcanzar un «desarrollo sostenible».

La clave está en la búsqueda del equilibrio, de la «mediedad», como nos animaba a alcanzar Aristóteles en la Ética a Nicómaco, y en esta materia aún estamos iniciando la senda para encontrar su significado y contenido  (12) .

II.  LA ACTIVIDAD NORMATIVA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN LA NUEVA ERA DE LA SOSTENIBILIDAD

Para alcanzar este complejo sistema de equilibrio entre los factores económicos, medioambientales y sociales, las Administraciones públicas tienen la obligación de ostentar un elevado protagonismo en este nuevo modelo de desarrollo sostenible que incide especialmente en la actividad regulatoria de éstas.

Así, la LES trata de establecer un marco organizativo especialmente proactivo en la defensa de los principios propios de la actividad económica y la garantía de los derechos de los consumidores, como es el de la defensa de la libre competencia  (13) . Para ello, potencia la Administración independiente en el ámbito de la Administración General del Estado, a través de la creación y regulación común de una nueva tipología organizativa, los organismos reguladores, en los ámbitos de las telecomunicaciones, de la energía, del juego y del sector postal, arts. 27 a 31. Igualmente, presta una especial atención al sector financiero, al cual se imputa parte de la responsabilidad de la acusada crisis económica en la que estamos inmersos, arts. 32 a 36.

Además, en el ámbito normativo la totalidad de las Administraciones Públicas  (14)  deberán cumplir «los principios de necesidad, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, accesibilidad, simplicidad y eficacia», art. 4 LES. Principios alguno de los cuales tienen un elevado reconocimiento social  (15)  que les permitiría alcanzar la condición de Principios Generales del Derecho, y que ya se contenían en alguna medida en normas anteriores, fundamentalmente, los arts. 22.2  (16)  y 24.1.a y b, párrafo segundo, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno y en el RD 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria del análisis de impacto normativo.

Y es que se pretende que, antes de aprobarse una norma reglamentaria o proyecto de ley, se produzca un estudio de la oportunidad de la propuesta; de su contenido y análisis jurídico que incluya un listado pormenorizado de las normas que quedarán derogadas como consecuencia de la entrada en vigor de la norma; del impacto económico y presupuestario, que comprenderá el impacto sobre los sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, incluido el efecto sobre la competencia, así como la detección y medición de las cargas administrativas, incluso, del impacto por razón de género, art. 2.1 del citado RD.

No obstante, debemos ser realistas en relación con la dificultad en la aplicación efectiva de todos estos principios. Nos referimos, por ejemplo, al principio de «simplicidad», del cual se pretende derivar «que toda iniciativa normativa atienda a la consecución de un marco normativo sencillo, claro y poco disperso, que facilite el conocimiento y la comprensión del mismo», art. 4.7 LES. Si bien resultan innegables las bondades de tal principio, no hay que tener muchos conocimientos jurídicos para advertir que esta situación acontece muy escasamente en la regulación de cualquier ámbito sectorial. Incluso, la propia LES no es ejemplo de esta deseable simplicidad del ordenamiento jurídico.

En definitiva, no resulta muy creíble la LES cuando, como conclusión general, pretende alcanzar un marco normativo «estable, transparente y lo más simplificado posible, fácilmente accesible por los ciudadanos y agentes económicos, posibilitando el conocimiento rápido y sencillo de la normativa vigente que resulte de aplicación y sin más cargas administrativas para los ciudadanos y empresas que las estrictamente necesarias para la satisfacción del interés general», art. 4.7 LES.

La realidad mucho más tozuda de los Boletines Oficiales, y no sólo el del Estado, nos presentan un marco normativo producido por las Administraciones Públicas bien complejo, realmente volátil y ciertamente incomprensible por los operadores jurídicos.

Por ello, los instrumentos de adaptación a este marco normativo, contenidos en los arts. 5 a 7 LES, deberán servir como guías orientadoras de la voluntad de las Administraciones públicas por alcanzar el cumplimiento de estos principios, máxime cuando no se deduce consecuencia jurídica alguna de su incumplimiento.

Además, tanto el Fondo de Economía Sostenible, art. 112 LES, como la cooperación con las Administraciones Autonómicas y locales, arts. 113 y 114 LES, deben servir como instrumentos para la aplicación efectiva del contenido de la LES.

III.  LA OBJETIVA DIFICULTAD DE LA LES COMO MARCO NORMATIVO ÚNICO PARA LA REGULACIÓN DE LA SOSTENIBILIDAD

Como explicita el Preámbulo de la LES, esta norma es una de las piezas más importantes de la Estrategia para una Economía Sostenible (EES), aprobada por el Consejo de Ministros en el mes de noviembre de 2009, con la finalidad de conseguir un crecimiento equilibrado, duradero y, en definitiva, sostenible. Sostenible, según se establece en este Preámbulo, en tres sentidos: «económicamente, esto es, cada vez más sólido, asentado en la mejora de la competitividad, en la innovación y en la formación; medioambientalmente, que haga de la imprescindible gestión racional de los medios naturales también una oportunidad para impulsar nuevas actividades y nuevos empleos; y sostenible socialmente, en cuanto promotor y garante de la igualdad de oportunidades y de cohesión social».

Por ello, la LES no agota en sí toda la actuación gubernamental para la implantación de la EES, pero sí es valorada como «una de las piezas más importantes de la Estrategia ya que aborda, transversalmente y con alcance estructural, muchos de los cambios que, con rango de ley, son necesarios para incentivar y acelerar el desarrollo de una economía más competitiva, más innovadora (...)», apartado I del Preámbulo.

Y este carácter transversal de la LES  (17)  obliga a una modificación ingente de normas jurídicas (civiles, mercantiles y administrativas) que hace realmente complejo su conocimiento, pues, como afirma el Consejo de Estado, esta ley «aborda una considerable diversidad de materias, de donde se desprende que propugna introducir en nuestro ordenamiento jurídico un elenco muy amplio de novedades normativas y que, consiguientemente, afecta a muy diversos textos legales y regulaciones actualmente existentes».

Además, la técnica legislativa empleada en la redacción de la LES introduce notables dificultades de comprensión para los operadores jurídicos. Centrándonos en la estructura de la LES, resulta criticable su amplio articulado de 204 preceptos, de los cuales 114 son artículos, 20 son Disposiciones adicionales, 9 son Disposiciones transitorias, 60 son Disposiciones finales y 1 es una Disposición derogatoria.

Realmente, y como señala el Consejo de Estado, en ciertos momentos de su articulado nos encontramos ante una Ley Ómnibus, «en el sentido de que acumula y yuxtapone modificaciones de diversos textos legales». Además, se actúa de un modo considerablemente heterogéneo, ya que, en ocasiones, «las modificaciones se encuentran un tanto desperdigadas a lo largo del articulado, como es el caso de las novedades en materia del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas e Impuesto de Sociedades, cuyas reformas se enuncian, por separado (...)», mientras que, en otros supuestos, se procede a «incluir en el articulado una serie de prescripciones jurídicas novedosas y de utilizar las disposiciones complementarias (adicionales y finales) para reformar los textos legales hasta entonces vigentes a la luz de las aludidas prescripciones».

Por eso, podría haberse procedido a incluir los criterios de sostenibilidad en todas las normas jurídicas, sin necesidad de haber creado una Ley con esta denominación  (18) .

Por último, también resulta criticable como técnica normativa proceder a «trocear las modificaciones de los textos legales hasta ahora vigentes entre el articulado y las disposiciones complementarias de la nueva Ley. En la medida que tengan una mínima sustantividad, es preferible que las aludidas modificaciones figuren en el articulado de la nueva Ley, de modo que sus disposiciones complementarias se reserven para los añadidos o especificaciones concretas que sea necesario efectuar a propósito de regulaciones preexistentes afectadas por la que se apruebe».

Dicho todo esto, resulta evidente que la LES presenta indudables luces y sombras; todas ellas se irán desgranando con la lectura de todos los estudios a los que precede éste a modo de Introducción general.






	 (1) 
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	Principio jurídico en el cual Sanz Larruga, cit., pág. 6, anuda la sostenibilidad ambiental al señalar que ésta no deja de ser una aplicación de la eficacia administrativa desde la perspectiva del criterio de la eficiencia como principio de utilización racional de los recursos. 
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	Y ello dado que la Disposición final 1.ª LES considera que este precepto tiene carácter básico al amparo del art. 149.1.18 CE. 
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	En este sentido, la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) ya había realizado trabajos en orden a asegurar una regulación eficiente. Lo hizo en primer lugar en su Informe, publicado en 2008, titulado «Recomendaciones a las Administraciones Públicas para una regulación de los mercados más eficiente y favorecedora de la competencia»; además, la CNC publicó a principios de 2009 la Guía para la elaboración de memorias de competencia de los proyectos normativos. Con ella se buscaba ofrecer a los poderes públicos una metodología fácilmente aplicable que les pudiera orientar y servir de apoyo en el diseño de nueva normativa, evitando la introducción de restricciones injustificadas a la competencia. 
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	El cual establece que «el procedimiento de elaboración de proyectos de ley a que se refiere el apartado anterior, se iniciará en el Ministerio o Ministerios competentes mediante la elaboración del correspondiente anteproyecto, que irá acompañado por la memoria, los estudios o informes sobre la necesidad y oportunidad del mismo, un informe sobre el impacto por razón de género de las medidas que se establecen en el mismo, así como por una memoria económica que contenga la estimación del coste a que dará lugar (...)».
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	Como también reconoce el Consejo de Estado cuando señala que esta Ley es una de esas reformas transversales, en la medida en que se trata de ajustar una diversidad de regulaciones preexistentes a la perspectiva global de la sostenibilidad de nuestro sistema económico y a los citados enfoques económico y medioambiental. 
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I.  INTRODUCCIÓN

La LES nace con el objetivo, según reza su artículo primero, de introducir las reformas estructurales necesarias para crear las condiciones que favorezcan un desarrollo económico sostenible. Lo que nos encontramos a lo largo de un abanico de artículos y disposiciones es un compendio de medidas de lo más diverso que abarcan, entre otros asuntos, desde el modelo energético deseable para nuestro país hasta las descargas en Internet. La oportunidad de la Ley viene justificada, tal y como se nos dice en el Título Preliminar, por la necesidad de adoptar medidas que permitan afrontar la crisis económica y financiera mundial que ha interrumpido el largo período continuo de crecimiento, una de cuyas consecuencias más negativas es el fuerte incremento del desempleo en un corto espacio de tiempo.

El objetivo de nuestro trabajo es analizar los conceptos y principios que aparecen en el Título Preliminar (arts. 1 a 3), donde se define el objetivo de la ley, el concepto de Economía Sostenible y se enuncian brevemente los principios resultantes, hasta un total de nueve, de la acción de los poderes públicos. De esta manera, el Título Preliminar vendría a ser una especie de marco conceptual, un espacio en el que se fijan los conceptos básicos sobre cuya base se va a construir el resto del articulado posterior.

Para ello, nuestro trabajo lo estructuramos de la siguiente manera. En primer lugar, la siguiente sección efectúa un breve repaso de los conceptos económicos básicos que han ilustrado la literatura sobre el desarrollo a lo largo de los últimos años y que son empleados para articular el Título Preliminar de la Ley de Economía Sostenible. Partiendo de la obra de Adam Smith (La riqueza de las naciones) y pasando por los planteamientos que identificaban desarrollo con crecimiento de la riqueza, nuestro trabajo se abre a otras voces que, como las de Amartya Sen (1988, 1999), analizan de forma crítica la relación entre crecimiento y desarrollo. Seguidamente, el epígrafe tercero analiza en detalle los tres artículos del Título Preliminar. Nuestro trabajo no se limita a exponer el contenido de los mismos, sino que pretende ser una aportación crítica al debate existente sobre el significado de la expresión Desarrollo Económico Sostenible. Por último, la sección cuarta presenta un resumen del capítulo y efectúa unos comentarios finales.

II.  DESARROLLO ECONÓMICO: DEL CRECIMIENTO DE LA RIQUEZA A LA EXPANSIÓN DE LAS LIBERTADES

La riqueza de las naciones de Adam Smith puede ser considerada como una de las primeras investigaciones que, en Economía, tiene como objetivo analizar cómo se podría mejorar la calidad de vida de la población. Sin embargo, el estudio del desarrollo propiamente dicho como cuerpo del conocimiento no nacerá hasta el final de la Segunda Guerra Mundial.

Los primeros estudios en desarrollo suelen coincidir con estudios de crecimiento de la riqueza (agregada) y no tanto con la distribución de la misma entre la población. La mejora de la calidad de vida fue asociada con la capacidad para acceder a ciertas facilidades, las cuales parecían depender del nivel de riqueza. Este razonamiento llevó a que se identificara el desarrollo económico de las regiones con la agregación de la riqueza individual. Las primeras investigaciones subrayaban la existencia de una clara correlación entre estados industriales y nivel de riqueza (Harrod, 1939). Dicho resultado provocó que los primeros expertos en desarrollo se concentraran en la expansión del proceso de industrialización. Las propuestas se dividieron entre quienes proponían la difusión de la industrialización utilizando como mecanismo el mercado en exclusiva (Lewis, 1955), quienes proponían que el proceso fuese dirigido por los gobiernos en exclusiva (Prebish, 1959) y quienes optaron por la vía intermedia, es decir, la utilización del mecanismo del mercado con intervención de los gobiernos (Rosenstein-Rodan, 1943; Scitovsky, 1954; Hirschman, 1958). A pesar del desacuerdo en la estrategia, tanto para unos como para otros, la razón de ser de la industrialización es la misma: la maximización del crecimiento del ingreso de la región.

Durante los años cincuenta y sesenta, la industrialización dirigida por el gobierno (la llamada industrialización por sustitución de importaciones) tuvo gran aceptación entre las instituciones económicas internacionales, entre las que cabe destacar la Comisión Económica para América Latina y el Caribe. Sin embargo, la crisis de los ochenta sufrida por estas regiones, junto a la apuesta desde el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional por políticas de liberalización, sintetizadas en el «Consenso de Washington», ayudaron a que la tesis de que la industrialización debía ser impulsada por mecanismos de mercado se convirtiera en el pensamiento económico dominante durante ese período, iniciándose reformas estructurales hacia la liberalización de los mercados. Todo ello, cabe resaltar, siendo difícil sostener, incluso hoy día, que exista una correlación entre el crecimiento de la riqueza de un país y la fuerza motriz (el estado o el mercado) que guía el proceso de industrialización en dicho territorio (Rodrik, 2005).

Por otra parte, si bien las voces que equiparaban, implícita o explícitamente, el crecimiento de la riqueza al desarrollo de una región se escucharon tanto desde el mundo académico como desde las instituciones políticas y económicas, también pudieron ser escuchadas en esos mismos escenarios voces que señalaban que el crecimiento no necesariamente contribuye a mejorar la calidad de vida de la población más desfavorecida. La Organización Internacional para el Desarrollo, durante la Conferencia Mundial sobre Desarrollo de 1969, manifestaba que el desarrollo debía de estar ligado a la garantía de la capacidad para satisfacer las necesidades humanas. La Organización Internacional del Trabajo, al mismo tiempo, promovía la teoría de las necesidadesbásicas, que consistía en identificar el proceso de desarrollo con ganancias en nutrición, acceso a agua potable, a educación básica, a atención primaria y a acceso al mercado laboral. Finalmente, también se realiza en estos mismos términos la llamada de atención sobre la importancia de centrarse no sólo en el desarrollo, sino también en la sostenibilidad del desarrollo. Así, en 1987, la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CMMAD) publica el Informe Brundtland, originalmente llamado Nuestro futuro común, en el que se define desarrollo sostenible como aquel que permite «satisfacer las necesidades actuales sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades» (pág. 43).

Amartya Sen, premio Nobel de Economía en 1998 y padre de la «Teoría sobre el desarrollo humano», representa una de las voces más críticas con la identificación que se ha hecho, y que todavía se hace, entre las nociones de desarrollo económico y crecimiento económico. La riqueza, el ingreso, los avances tecnológicos, la modernización son instrumentos para mejorar la calidad de vida en las regiones, pero nunca deberían de ser su fin último (Sen, 1988). Desde la teoría sobre el Desarrollo Humano (Desai, 1991; Ul Haq, 1995; Anand y Sen, 2000) se sostiene que el desarrollo ha de ser evaluado por su contribución a la expansión de las libertades sustantivas de las que disfrutan las personas, aquéllas cuya importancia emana de su propia existencia y no de su contribución a la consecución de otros fines. Ejemplos de libertades sustantivas son la libertad para vivir una vida larga y saludable o la libertad para desarrollar la capacidad de razonar, enjuiciar y discernir. Estos autores proponen, por tanto, que el desarrollo no se mida en el espacio del ingreso (cuya medida por excelencia es el PIB), adecuado para medir uno de los posibles instrumentos para el desarrollo, pero insatisfactorio para medir el desarrollo en sí mismo. Ni que tampoco sea medido en el espacio de las necesidades (como propone el Informe Brundtland, que ha tenido una influencia masiva en la evolución del término desarrollo sostenible), ya que no captura la complejidad de la vida humana. La persona no sólo tiene necesidades, sino que también tiene valores y se va haciendo a sí misma a través de procesos como el del razonamiento, la elección o la participación (Sen, 2004). Por ello, desde esta perspectiva, se propone la utilización de otros espacios más adecuados, como lo es el espacio de los estados del ser de la persona: aquello que ella puede realmente hacer o ser («functioning» en su terminología). Ejemplos de estados del ser de la persona son el nivel de educación alcanzado o el estado nutricional.

Desde esta aproximación basada en las libertades reales (1) , el desarrollo económico sostenible será entendido como «la preservación -y cuando sea posible la expansión- de las libertades sustantivas de la población de hoy sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones para disponer de similares, o mayores, libertades» (Sen, 2004).

Un reflejo de la influencia que la noción de desarrollo como libertad ha tenido en las instituciones es el lanzamiento que hace Naciones Unidas, a través de su Programa para el Desarrollo (PNUD), de los Informes sobre Desarrollo Humano. Esta serie comienza en 1990 con la propuesta de evaluar el desarrollo utilizando índices alternativos al PIB, como por ejemplo, el Índice de Desarrollo Humano (IDH), basado en tres dimensiones: salud, conocimiento e ingresos  (2) . El éxito de dicho índice se debe a la incapacidad que tiene la riqueza (agregada) para informar sobre el acceso de la población a la salud o la educación. Es importante hacer resaltar, sin embargo, que el IDH, en lo que el propio Amartya Sen considera una de sus limitaciones (ver Anand y Sen, 1994), continúa utilizando el espacio del ingreso para medir todas aquellas otras dimensiones relevantes para vivir una vida saludable: como lo es la calidad y el respecto del medio natural en el que la vida se desarrolla (Desai, 1991).

Una vez introducidas las principales aproximaciones que desde la Economía y las instituciones se hace a las nociones de desarrollo y de sostenibilidad, el siguiente apartado analiza los contenidos del Título Preliminar de la Ley 2/2011 de Economía Sostenible aprobada por las Cortes Generales, que tiene como objeto favorecer «un desarrollo económico sostenible».

III.  EL DESARROLLO ECONÓMICO EN LA LEY DE ECONOMÍA SOSTENIBLE

El Título preliminar de la LES condensa en sus tres artículos el marco conceptual y la filosofía de la que se impregna el resto del articulado hasta completar un total de 114 artículos y 89 disposiciones. Así, y como se anunciaba más arriba, el artículo primero proclama que el objetivo de la LES es «introducir en el ordenamiento jurídico las reformas estructurales necesarias para crear condiciones que favorezcan un desarrollo económico sostenible». Seguidamente, aunque sin explicar qué se entiende por desarrollo económico sostenible, el artículo segundo define la economía sostenible como el «patrón de crecimiento que concilie el desarrollo económico, social y ambiental en una economía productiva y competitiva [...], de forma que permita satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para atender sus propias necesidades». El artículo tercero pone fin al Título Preliminar señalando los principios sobre los que actuarán los poderes públicos para impulsar la sostenibilidad de la economía sostenible. Son nueve principios que van desde la mejora de la competitividad o la estabilidad de las finanzas públicas hasta la promoción de las energías limpias, la racionalización de la construcción residencial, extensión y mejora de la calidad de la educación o el fortalecimiento del Estado social.

1.  Economía Sostenible: instrumentos y fines

La presente Ley parece referirse a Economía como un patrón de crecimiento, art. 2. En este sentido es importante hacer notar que, al denominarse «Ley de Economía Sostenible», el énfasis de la Ley recae sobre el crecimiento sostenible, instrumento para conseguir su fin: favorecer «un desarrollo económico sostenible», art. 1. Centrarse en los instrumentos y no en los fines implica la necesidad de justificar, de modo preciso y creíble, los mecanismos a través de los cuales el crecimiento de la riqueza se transformará en desarrollo. Nuestro objetivo en esta sección será el de analizar si las bases sobre las que se asienta la Ley (Título Preliminar) justifican la relación entre crecimiento y desarrollo.

Existen múltiples patrones de crecimiento, por lo que la Ley en su artículo segundo caracteriza el tipo de crecimiento que representa la Economía Sostenible como aquél capaz de conciliar el desarrollo económico, social y medioambiental en un entorno caracterizado por la eficiencia y la competitividad. Es interesante observar que la Ley no sólo pide la compatibilidad entre desarrollo, eficiencia y competitividad, sino que además enumera las condiciones fundamentales que dicha conciliación ha de satisfacer. En particular, se ha de favorecer «el empleo de calidad», «la igualdad de oportunidades», «la cohesión social», «el respeto ambiental» y «el uso racional de los recursos naturales», art. 2.

Sin duda se trata de unos loables objetivos con los que se pretende satisfacer las demandas del conjunto de la sociedad con sus diferentes sensibilidades. Ahora bien, no se nos dice cómo se puede conciliar la competividad y la eficiencia con la equidad y la igualdad de oportunidades, ni cómo la economía productiva puede garantizar el respeto ambiental. ¿Qué ocurriría en el supuesto de que entraran en colisión estos términos? En la presente Ley se asume que el crecimiento económico beneficia a todas las personas por igual, pero como nos recuerda el sociólogo Judt (2010), los datos provenientes de países como China, India o Estados Unidos revelan que «el crecimiento beneficia especialmente a una pequeña minoría, acentuando las desventajas relativas de la mayoría» (Judt, 2010, pág. 35), agravándose de esta forma la brecha de la desigualdad. La pregunta inmediata que habría que hacerse cuando se analiza la LES es ¿por qué en España va a ser diferente?

Si controvertida es la relación entre crecimiento y cohesión social, lo es aún más la relación entre crecimiento y conservación del medio natural. El modelo económico dominante a nivel mundial basado en el crecimiento (principalmente del PIB) es señalado por muchos autores como la principal causa de la insostenibilidad medioambiental del sistema económico (véase Dresner, 2002, para una revisión de la literatura). En el Título Preliminar, esta relación problemática entre el instrumento propuesto por la Ley (crecimiento) y uno de los fines que desea conseguir (preservación del medio natural) es silenciada. Esta aproximación, entre ingenua y optimista, a una cuestión que podría imposibilitar la consecución de los objetivos últimos de la Ley insatisface, pero también inquieta, a colectivos procedentes tanto del entorno académico como de fuera de él preocupados por cuestiones como el cambio climático, el respeto de los derechos humanos, la incidencia de la pobreza o la desigualdad (Desai, 1991).

Por último, cabe destacar cómo el artículo segundo se erige en garante de la satisfacción de las necesidades presentes y futuras. La fórmula con la que termina su redacción resulta un calco de la expresión utilizada en el Informe Brundtland cuando se refiere al desarrollo sostenible, citado más arriba. La aparente facilidad con la que se trasladan expresiones de un documento a otro podría interpretarse como un intento de legitimar la Ley ante sectores más exigentes, dado el alto grado de consenso y general aceptación de que goza la definición de desarrollo sostenible que aparece en el Informe Brundtland en el marco de las instituciones políticas y económicas internacionales.

No obstante, y como resaltábamos anteriormente, centrar la sostenibilidad en la satisfacción de las necesidades de las personas implica no reconocer la complejidad de la vida humana. Además, implica no reconocer que hoy desconocemos qué necesidades tendrán las generaciones futuras, así como los mecanismos que podrán ser utilizados para que sus necesidades sean satisfechas. La posibilidad de que las necesidades y los valores de la población cambien a lo largo del tiempo nos lleva a que sea más adecuado tratar de conseguir que aquello que perdure sean aspectos como la capacidad de crear bienestar (Solow, 1991) o la garantía de las libertades sustantivas (Anand y Sen, 2000).

En nuestra opinión, el Título Preliminar adolece de una excesiva ambigüedad careciendo, tal vez, del rigor necesario para fundamentar con solvencia el resto del articulado. Hemos aludido más arriba a la facilidad con la que se exportan textos de un documento a otro o se utilizan conceptos aprovechando la aceptación generalizada de los mismos. La ambigüedad del Título Preliminar hace que tras la lectura del mismo se tenga la sensación de que desarrollo sostenible (al que implícitamente se alude dada la fórmula elegida para finalizar el artículo segundo) es lo mismo que crecimiento, art. 2, y que la competitividad, art. 3, es su garante. Estaríamos, no ya ante una especie de cajón de sastre (ver García, 1999 y Latouche, 2009, para una crítica al uso abusivo del vocablo sostenible referida al desarrollo), donde el uso del término sostenible avalaría cualquier intención, sino que podríamos estar, igualmente, ante un oxímoron al presentar expresiones como crecimiento y sostenibilidad, como objetivos perfectamente compatibles y alcanzables al mismo tiempo. Como ya hemos mencionado, por el lado del crecimiento económico tenemos los grandes agregados monetarios de la producción, cuya expresión más simbólica es el PIB, mientras que por el lado de la sostenibilidad toma especial relevancia el medio físico donde tienen lugar las actividades productivas. Y lo que la práctica económica nos muestra de forma mayoritaria es cada vez un mayor alejamiento de la preocupación por integrar las bases físicas de la naturaleza y su limitada capacidad de regeneración en su análisis. Claro que no es de extrañar que una Ley de un Estado miembro de la Unión Europea (UE) presente estas carencias e indefiniciones cuando el art. 2 del Tratado de Maastricht, palanca de la Unión Económica, apunta como el principal objetivo de la UE la promoción del «crecimiento sostenible» respetando el medio ambiente  (3) . No es ésta la única debilidad del Título Preliminar.

El siguiente apartado analiza algunas limitaciones que hemos identificado en la caracterización de los principios sobre los que se fundamenta el impulso de la sostenibilidad de la economía española. O lo que es lo mismo, presenta algunos comentarios críticos sobre los prerrequisitos exigidos para que los instrumentos propuestos (el crecimiento) permitan la consecución de los fines perseguidos (empleo de calidad, igualdad de oportunidades, cohesión social y preservación del medio ambiente).

2.  Competitividad, eficiencia y Estado social

Las alusiones que efectúa el artículo tercero, dedicado a la caracterización de los principios de la Ley, a expresiones como competitividad, eficiencia o Estado social como lubricantes que habilitarán la relación armoniosa entre el crecimiento y la cohesión social, preservación del medio ambiente, etc., son igualmente vagas e imprecisas. Dejando de lado la cuestión, en ningún caso menor, descrita en el apartado anterior, de la imposibilidad de asistir a un crecimiento ilimitado en un mundo con recursos finitos, no puede pasarse por alto, en primer lugar, que el concepto de competitividad  (4) , de la forma en la que es empleado en el Título Preliminar, es siempre una cuestión relativa en la que participan al menos dos agentes. Se compite con otros o contra otros. Todas las empresas o países podrían ser a la vez más productivos (producir más con los mismos recursos o producir lo mismo con menores recursos), pero todos no pueden hacerse a la vez más competitivos. Un país o una empresa ganan competitividad a condición de que otros la pierdan. Si todos los países o empresas adoptaran medidas similares para ganar competitividad, con resultados similares, los efectos podrían anularse. Además, lo que la evidencia empírica nos muestra con relación a las medidas adoptadas por los gobiernos europeos en los recientes programas de ajuste (diseñados precisamente para ganar niveles de competitividad) son disminuciones salariales y recortes en algunas prestaciones sociales, lo que contribuye a incrementar la distancia entre una minoría acomodada y una mayoría empobrecida. Para numerosos autores (Desai, 1991; Anand y Sen, 2000; Judt, 2010), lo realmente importante no es lo rico que sea un país, sino lo desigual que sea. En este sentido, la presente Ley condiciona el progreso económico (o crecimiento) a la consecución de cohesión social, confiando en que los avances en competitividad (bases del progreso económico según se desprende del art. 3, núm. 1) sean compatibles con la mejora de las prestaciones sociales, art. 3, núm. 9. Tal confianza podría explicar la omisión, entre los principios sobre los que actuarán los poderes públicos para favorecer el desarrollo sostenible, de medidas redistributivas que atenúen la fuerte regresividad fiscal existente en nuestro país. Por lo que, como reiteradamente viene recogiendo el profesor Navarro (2002, 2009), España seguirá siendo el país de la UE-15 con mayores desigualdades sociales. Por lo tanto, de nuevo vuelve a ponerse de manifiesto la ingenuidad del Título Preliminar al asumir sin cuestionamiento alguno que la competitividad es buena y suficiente per se.

En segundo lugar, al hablar de eficiencia, cabe destacar que la versión más extendida de esta noción tanto en el entorno académico como en el marco institucional se refiere a la optimalidad de Pareto: un resultado es óptimo de Pareto (eficiente) si, utilizando los recursos y la tecnología disponible, no es posible alcanzar otro resultado en el que al menos una persona disfrute de un mayor bienestar y ninguna otra esté peor (para una introducción a propuestas alternativas a la noción de eficiencia, véase Bowles, Edwards y Roosevelt, 2005). Es decir, una situación social puede ser eficiente aunque una parte de la población viva en situación de pobreza extrema. No obstante, para evitar la co-existencia de incrementos en la eficiencia y situaciones de pobreza extrema en una sociedad, la noción de eficiencia aparece asociada habitualmente a la aplicación de compensaciones. Es decir, si con las ganancias de una política estructural orientada a favorecer el crecimiento fuera posible compensar a la población desfavorecida (y perjudicada tras la aplicación de dichas medidas), estas medidas serían aceptables también en términos de eficiencia. Sin embargo, tras analizar los 9 principios rectores de la LES, de nuevo surge la alarma ante la omisión de un principio que garantice la aplicación de medidas redistributivas que favorezcan la equidad, entendida, por ejemplo, como igualdad en las libertades sustantivas (Sen, 1992).

De forma adicional, el principio quinto del artículo tercero patrocina la idea de que la eficiencia energética contribuya a la sostenibilidad «propiciando la reducción de costes, atenuando la dependencia energética y preservando los recursos naturales». No podíamos estar, ahora sí, más de acuerdo con el tratamiento que se da al término eficiencia energética. Los términos utilizados en el principio quinto estarían próximos al concepto de eco-eficiencia (Gladwin, Krause y Kennelly, 1995; Bebbington y Thomson, 1996), asunto que exigiría la adopción de planteamientos holísticos que tuvieran en cuenta la medida de los impactos totales a consecuencia de las actividades económicas. Esto significa que, por ejemplo, una empresa puede ser más eficiente ambientalmente (reduce las emisiones por unidad producida), pero si al mismo tiempo incrementa el volumen de sus operaciones hasta el punto de que sus emisiones totales son mayores, estaríamos ante una empresa insostenible en términos de eco-eficiencia. De nuevo cómo conseguir que las empresas no sean sólo eficientes sino eco-eficientes, es una cuestión difícil de resolver si no se ponen límites al crecimiento.

IV.  COMENTARIOS FINALES

La literatura académica ha debatido largamente acerca de las contradicciones y tensiones que brotan al sugerir comportamientos ambiental y socialmente sostenibles sin modificar las reglas del juego bajo las que opera el sistema económico dominante (ver Dresner, 2002 para una extensa revisión de esta cuestión).

La creación de un sistema socio-económico que permita satisfacer las necesidades de su población sin comprometer la salud del planeta en el que se desarrolla constituye aún un reto para la comunidad científica, pero también para la comunidad política y para la sociedad civil. Además de las cuestiones ya comentadas en secciones anteriores sobre las dificultades de dejar en manos del crecimiento el bienestar de la población y del planeta, nos gustaría señalar la que posiblemente es una de las principales barreras para la consecución de los objetivos de la Ley de Economía Sostenible señalados en su Título Preliminar: la existencia por un lado de una desigual distribución del poder entre los actores sociales y, por otro, de necesidades incompatibles entre estos mismos grupos sociales. ¿Qué sucede cuando diferentes grupos sociales con diferente poder tienen necesidades incompatibles? ¿Qué sucede cuando, debido a que los recursos son escasos (razón de ser de la ciencia económica), se ha de elegir qué necesidades satisfacer entre grupos con diferente poder? Este hecho da buena cuenta de la dificultad de conseguir, como pretende la LES, «satisfacer las necesidades actuales» y ya no hablamos de hacerlo «sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades» (ver Archel y Husillos, 2009).

No nos gustaría terminar este ensayo sin ofrecer una alternativa a la aproximación que en el Título Preliminar de la LES se hace para favorecer un desarrollo económico sostenible. Comprender el desarrollo como libertad (o desarrollo humano) y la equidad como igualdad en las libertades sustantivas elimina la necesidad de hacer sostenible el crecimiento. No es necesario aumentar el ingreso de un país para que en éste se garantice la libertad para acceder a un trabajo digno y saludable, es decir, para que se favorezca el empleo de calidad. Es más, el crecimiento es compatible con el aumento del desempleo o con el empeoramiento de las condiciones laborales. Del mismo modo, el aumento de la riqueza de una región no es condición necesaria ni suficiente para garantizar en ella el respeto ambiental o el uso racional de los recursos naturales. Por otro lado, mejoras en igualdad de oportunidades o en la cohesión social, así como la reducción de las tasas de pobreza, no tienen por qué venir después del crecimiento, pueden ocurrir antes de que se dé el crecimiento. Un ejemplo muy presente en la literatura económica de cómo centrar las reformas económicas directamente en la consecución de los objetivos últimos del desarrollo y no solamente en perfeccionar unos instrumentos que supuestamente conducirán en el futuro a la consecución de estos objetivos es la experiencia de Kerala, uno de los Estados de India. Aunque su PIB es menor que el de otras regiones, y crece a un ritmo bajo en comparación con otros Estados de la región, Kerala ha conseguido, a través de sus políticas económicas y sociales, que su población disfrute de una vida larga y saludable. Cuenta con las tasas más altas de esperanza de vida y de alfabetización del país, y también con las mayores tasas de reducción de la pobreza (para ver un análisis detallado del caso de Kerala ver Drèze y Sen, 2002; o Sen, 1999).

Así, si el objetivo a alcanzar en nuestra sociedad es favorecer un desarrollo económico sostenible, la Ley debería estar centrada en garantizar para todas las personas aquellas libertades reales que tengamos razones para valorar, sin comprometer la habilidad de las futuras generaciones para disponer de similares, o mayores, libertades. La prioridad de la libertad sobre el crecimiento y la competitividad debería verse reflejada en la formulación de los principios para impulsar la sostenibilidad.
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	 (1) 

	Por libertades reales nos referimos a aquéllas definidas en sentido positivo (lo que la persona puede realmente hacer o ser), que se distinguen de las libertades definidas en sentido negativo (lo que nadie le puede prohibir a la persona hacer o ser).
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	Los instrumentos para medir cada una de las dimensiones del IDH han ido variando a lo largo del tiempo. Véase, por ejemplo, el Informe sobre Desarrollo Humano 2010, donde con motivo de su vigésimo aniversario son analizados los orígenes y evolución del IDH, así como también se presenta una revisión de dicho índice.
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	Más recientemente, la Comunicación de la Comisión Europa 2020 señala como objetivo para los próximos años un «crecimiento inteligente, sostenible e integrador» (Comisión Europea, 2010).
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	No es la primera vez que desde el ámbito institucional se intenta relacionar desarrollo sostenible con competitividad. La Estrategia revisada de la Unión Europea para un desarrollo sostenible se refiere a la Estrategia de Lisboa, señalando que la misma «aporta una contribución fundamental al objetivo del desarrollo sostenible, centrándose en acciones destinadas a mejorar la competitividad y el crecimiento económico» (Consejo Europeo, 2006, pág. 6).


	 Ver Texto 









Los organismos reguladores. Comentario de los artículos 8 a 24, de la disposición adicional 9.ª, y de las disposiciones finales 4.ª, 33.ª, 34.ª, 35.ª, 36.ª y 41.ª 

Santiago A. Bello Paredes 

Profesor Titular de Derecho Administrativo Universidad de Burgos 




I.  RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ORGANISMOS REGULADORES

1.  Aspectos generales

Una de las novedades de la LES es la apuesta que efectúa por una modificación de la situación de la organización institucional de la AGE, englobada en la denominada descentralización funcional (1) , a través de la creación de los Organismos Reguladores (2) , a quienes se debe encuadrar en la tipología de los actuales organismos públicos, como ahora comprobaremos.

Y es que, aunque en la legislación española ya existían referencias normativas expresas a la figura organizativa de los organismos reguladores  (3) , éstos no tenían ningún régimen jurídico común y, por ende, no podían ser tipificados como una categoría específica dentro de la diversa organización institucional de la AGE.

En este sentido, la LOFAGE no los menciona expresamente en su art. 43, relativo a la clasificación de los diversos organismos públicos, pues únicamente se refiere a los «Organismos autónomos. Entidades públicas empresariales. Agencias Estatales, que se regirán por su normativa específica y, supletoriamente, por esta Ley». No obstante, la Disposición adicional 10.ª de la LOFAGE establece una relación detallada de organismos públicos a los cuales su legislación específica podría otorgar «independencia funcional o una especial autonomía respecto de la Administración General del Estado». Y dentro de esta relación se encuentran enumerados la Comisión Nacional del Mercado de Valores, el Consejo de Seguridad Nuclear, la Corporación RTVE, las Universidades no transferidas, la Agencia de Protección de Datos, el Instituto Español de Comercio Exterior (ICEX), el Consorcio de la Zona Especial Canaria, la Comisión Nacional de Energía (4) , la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, la Comisión Nacional de la Competencia, la Comisión Nacional del Sector Postal y el Consejo Estatal de Medios Audiovisuales.

En el Derecho comunitario tampoco existe un marco normativo de los organismos reguladores, sino que son las normas reguladoras de cada uno de los sectores las que aluden a las «autoridades nacionales», cuya configuración comparte algunos rasgos característicos de los organismos reguladores, como son su independencia funcional, la atribución de potestades típicamente públicas y la atribución de competencias en relación con la vigilancia de mercados o sectores específicos  (5) .

Pues bien, la LES no tipifica a todos los organismos públicos relacionados en la Disposición final 10.ª LOFAGE como «organismos reguladores», sino únicamente a alguno de ellos, fundamentalmente los que están relacionados con sectores concretos de la actividad económica y en los cuales se pretende garantizar el principio de libre competencia  (6) . Por tanto, el primer aspecto a destacar de esta regulación legislativa radica no sólo en que no existe una definición legal de los organismos reguladores, sino que tampoco se explicitan las razones por las cuales algunos organismos públicos quedan englobados en la categoría de organismos reguladores y otros no.

En definitiva, la LES no articula una respuesta común sobre la situación y régimen jurídico de la Administración institucional estatal en el ámbito económico, sino que procede a regular la situación de los organismos públicos en los sectores de la energía, las telecomunicaciones, el sector postal y, el más general y transversal a los anteriores, el referido a la garantía de la libre competencia en el mercado  (7) .

En este sentido, el ámbito subjetivo del régimen jurídico de los organismos reguladores contenido en la LES se predica únicamente de la Comisión Nacional de la Energía (CNE), de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones (CMT) y de las más recientes Comisión Nacional del Sector Postal (CNSP) (CNM) y de la Comisión Nacional del Juego (CNJ), esta última introducida por la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, art. 8.1; en cambio, el régimen jurídico de la Comisión Nacional de la Competencia (CNC) no resulta idéntico a los anteriores, art. 8.2 LES, pues únicamente se le aplican algunos preceptos  (8) , lo cual hace surgir la duda en torno a si éste se encuentra incluida en esta tipología organizativa.

Además, existe otro interrogante que no ha resuelto el legislador, y que se refiere a cuál es el motivo por el cual no se incluye en esta categoría organizativa al Banco de España  (9)  y la Comisión Nacional del Mercado de Valores  (10) , por citar los ejemplos más significativos de entes y organismos públicos que bien pudieran ser considerados también como «organismos reguladores». Resulta más comprensible la exclusión del Consejo de Seguridad Nuclear  (11)  o de la Agencia Española de Protección de Datos  (12) , por cuanto ambos tienen una incidencia menor en el entorno económico.

Por otra parte, y como ya hemos señalado anteriormente, la LES no ofrece ninguna definición legal de los organismos reguladores  (13) , sino que opta por su determinación a través de la proclamación de las dos notas caracterizadoras más significativas.

La primera de ellas se refiere a su autonomía orgánica y funcional, puesto que estos organismos reguladores «están dotados de personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada». Además, se dice también de ellos que «actúan en el desarrollo de su actividad y para el cumplimiento de sus fines con autonomía orgánica y funcional, plena independencia de las Administraciones Públicas y de los agentes del mercado»; estando únicamente «sometidos al control parlamentario y judicial», art. 8.3 LES. También, en un plano orgánico, cabe destacarse el carácter colegiado en la adopción de sus decisiones  (14) , art. 12 LES.

La segunda nota caracterizadora se refiere a su finalidad fundamental, que no es otra que «velar por el adecuado funcionamiento del sector económico regulado para garantizar la efectiva disponibilidad y prestación de unos servicios competitivos y de alta calidad en beneficio del conjunto del mercado y de los consumidores y usuarios. Con tal fin, los Organismos Reguladores preservarán y promoverán el mayor grado de competencia efectiva y transparencia en el funcionamiento de los sectores económicos regulados» y, todo ello, sin perjuicio de las funciones atribuidas a la Comisión Nacional de la Competencia o a los órganos equivalentes de las Comunidades Autónomas con competencias en materia de defensa de la competencia, art. 10.1.

Y esta autonomía trata de garantizarse, como puede deducirse de la lectura de este precepto, a través de los tradicionales mecanismos de la independencia orgánica, por medio de la personificación independiente y de la toma de decisiones colegiada y de su independencia funcional, de forma que sus miembros ni soliciten ni reciban instrucciones de las Administraciones públicas  (15)  o de los agentes del mercado, art. 9.2, no estando adscritas a ningún Departamento ministerial de la AGE.

Pues bien, esta regulación jurídica contenida en la LES resulta más novedosa para la CNE  (16)  y la CMT  (17) , quienes, teniendo ya personalidad jurídica, no ostentaban ex lege la característica de la autonomía funcional en su legislación específica, no así para la CNSP  (18)  y la CNC  (19) , quienes ya la ostentaban anteriormente.

No obstante, esta calificación de independencia orgánica y funcional no hace de estos organismos reguladores una tipología distinta de los contenidos en la Disposición adicional 10.ª LOFAGE, de ahí que este precepto no haya sido modificado por la LES. En definitiva, los organismos reguladores formarán parte de la categoría de los organismos públicos singulares, o de régimen especial, contenidos en esta Disposición adicional.

En este sentido, estos organismos reguladores dispondrán de las potestades propias de las Administraciones Públicas, referidas fundamentalmente a «las funciones de supervisión, otorgamiento, revisión y revocación de los títulos correspondientes, inspección, sanción, resolución de conflictos entre operadores, arbitraje en el sector y aquellas otras que les atribuya la Ley», art. 10.2. Y todo ello, en el marco de la legislación propia que los haya creado y regulado.

De esta forma, dispondrán de las funciones públicas de ordenación del sistema en el que actúen y de sanción de las actividades tipificadas por la legislación sectorial.

2.  La organización

En el ámbito organizativo radican las mayores novedades de la regulación de los organismos reguladores en la LES. De esta forma, se establece una organización común y horizontal para estos organismos reguladores del siguiente tenor: «los organismos reguladores ejercerán sus funciones a través de un Consejo», art. 11 LES.

Además, se produce una unificación del número de miembros de estos Consejos, que queda limitado a seis, y por un período improrrogable de seis años  (20) , así como de su función fundamental que consiste en constituir «el órgano colegiado de decisión en relación con las funciones atribuidas al organismo regulador»  (21) , art. 12.1.

Se ha optado, por tanto, no por un modelo presidencialista en el que primase el Director o Presidente  (22) , sino que se ha optado por el modelo colegiado, en el cual los Consejeros tendrán el núcleo fundamental de las decisiones a adoptar. Y es que el Presidente tendrá las funciones propias de representar al organismo regulador y dirigir su actividad interna, así como al personal a su servicio, art. 14 LES.

En lo que se refiere a la independencia orgánica antes reseñada, la cuestión principal radica en que pese a tener personalidad jurídica propia, el nombramiento de todos sus miembros se realiza por el Gobierno. De esta forma, el art. 13.1 establece que «el Presidente y los Consejeros serán nombrados por el Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta del titular del Ministerio competente, entre personas de reconocido prestigio y competencia profesional, previa comparecencia del Ministro y de las personas propuestas como Presidente y Consejeros ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados, que versará sobre la capacidad de los candidatos. La comparecencia del Presidente, además, se extenderá a su proyecto de actuación sobre el organismo y sobre el sector regulado».

Esta comparencia del Presidente y de los Consejeros propuestos ante el Congreso de los Diputados, la cual se extenderá sobre «la capacidad de los candidatos» y, en el supuesto del Presidente, también sobre «su proyecto de actuación sobre el organismo y sobre el sector regulado»; no obstante, el aspecto fundamental es que este nombramiento se continuará realizando por el Gobierno, sin más protagonismo del Parlamento que escuchar y, en su caso, debatir con el Ministro y su candidato  (23) .

Además, el Gobierno podrá cesar a los miembros de los organismos reguladores, art. 16.f LES, debido a algún supuesto «incumplimiento grave de los deberes de su cargo o el incumplimiento de las obligaciones sobre incompatibilidades, conflictos de interés, y del deber de reserva»  (24) .

Y es que se equipara el régimen de incompatibilidades y de conflictos de intereses  (25)  de los miembros de los organismos reguladores al de los de altos cargos de la AGE, art. 15.3 LES. En lo que se refiere al régimen de los conflictos de intereses, se incorpora, como cláusula equilibradora de la imposibilidad de estos miembros de no poder ejercer actividad profesional privada alguna relacionada con el sector regulado, tanto en empresas del sector como para empresas del sector, que éstos «al cesar en su cargo por renuncia, expiración del término de su mandato o incapacidad permanente para el ejercicio de sus funciones, tendrán derecho a percibir, a partir del mes siguiente a aquel en que se produzca su cese y durante un plazo igual al que hubieran desempeñado el cargo, con el límite máximo de dos años, una compensación económica mensual igual a la doceava parte del ochenta por ciento del total de retribuciones asignadas al cargo respectivo en el presupuesto en vigor durante el plazo indicado», art. 15.4 LES.

El resto de la regulación del ámbito organizativo de cada organismo regulador será realizada por éste en el ejercicio de su autonomía funcional, así como el nombramiento de su personal directivo y no directivo, aunque todo ello con respeto a la legislación estatal contenida en el Estatuto Básico del Empleado Público.

Como contrapunto a esta declarada autonomía funcional, la LES establece dos principios fundamentales en materia de organización y funcionamiento de los organismos reguladores: la transparencia y el control parlamentario.

En virtud del primero de estos principios, el organismo regulador deberá hacer «públicas todas las disposiciones, resoluciones, acuerdos e informes que se dicten en aplicación de las Leyes que los regulan, preservando, en todo caso, aquellos aspectos que afecten a la confidencialidad a la que tienen derecho las empresas», art. 20.1 LES.

Como corolario del segundo principio, el art. 21.1 LES establece que «los Presidentes de los organismos reguladores y de la Comisión Nacional de la Competencia deberán comparecer con periodicidad al menos anual ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados para exponer las líneas básicas de su actuación y sus planes y prioridades para el futuro»  (26) . Y además, se establece una comparecencia cada tres años «para debatir la evaluación de los planes de actuación y los resultados obtenidos por los Organismos», art. 21.4 LES.

Además, se precisa con mayor detalle la regulación de la reunión anual de los todos los Presidentes de los organismos reguladores, con el de la CNC, con la finalidad de «analizar la evolución de los mercados en sus respectivos sectores, intercambiar experiencias en relación con las medidas de regulación y supervisión aplicadas y compartir todo aquello que contribuya a un mejor conocimiento de los mercados y unas tomas de decisiones más eficaces en el ámbito de sus respectivas competencias. Las reuniones previstas en el párrafo anterior se convocarán de forma rotatoria, empezando por el Presidente del organismo de mayor antigüedad. El Presidente del organismo convocante elaborará el orden del día y procurará la documentación pertinente, siempre previa consulta con los demás Presidentes. Las conclusiones de la reunión se harán públicas por los Organismos participantes»  (27) , art. 24.2 LES.

II.  TIPOLOGÍA

La situación normativa contenida en la LES supone la culminación de un proceso histórico, en el plano organizativo de las Administraciones independientes estatales, iniciado en los años ochenta  (28) . Así, la Ley 4/1982, de 10 de enero, procedió a la creación del Ente Público Radio Televisión Española; poco después, se creó el Consejo de Seguridad Nuclear, Ley 15/1980, de 22 de abril, al que se le definía como «ente de Derecho público independiente de la Administración central del Estado»  (29) , art. 1.1. Igualmente, la Ley 30/1980, de 21 de junio, profundizó en la independencia del Banco de España; y en el año 1988 se creó la Comisión Nacional del Mercado de Valores a través de la Ley 24/1988, de 28 de junio. Por último, a través de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de Datos de carácter personal se creó la Agencia de Protección de Datos, ahora denominada Agencia Española de Protección de Datos.

En lo que se refiere a la diversa tipología de organismos reguladores establecida en la LES, la CNE tiene como finalidad, según establece la Disposición final 33.ª.1 LES, servir como «organismo público regulador del funcionamiento del sector de la energía, que incluye el mercado eléctrico, así como los mercados de hidrocarburos tanto líquidos como gaseosos». Esta situación no supone ninguna modificación de la situación normativa anterior, puesto que la Ley 34/1988, en su Disposición adicional 11.ª, ya unificaba en una única entidad toda la regulación del mercado energético, con independencia de su origen eléctrico o derivado de los hidrocarburos, tal y como ahora se reitera en la nueva redacción de este precepto ofrecida por la Disposición final 33.ª.1 LES.

En el supuesto de la CMT, este organismo regulador no amplía tampoco su ámbito objetivo de actuación, por cuanto la regulación contenida en la LES, Disposición final 34.ª LES, es similar a la que ya se contenía en la Ley 32/2003, y se refiere al «establecimiento y supervisión de las obligaciones específicas que hayan de cumplir los operadores en los mercados de telecomunicaciones y el fomento de la competencia en los mercados de los servicios audiovisuales», según la redacción ofrecida del art. 48.3 de la Ley 32/2003 por esta Disposición final 34.ª. No obstante, existe una modificación significativa en lo referido a la explicitación de su autonomía funcional, la cual no estaba expresamente recogida en la redacción anterior del art. 48.1 de la Ley 32/2003.

Y en igual sentido, las modificaciones realizadas a la legislación reguladora de la CNSP, Disposición final 36.ª, son de mera adecuación normativa, aunque sí quepa citar la referencia expresa a la función fundamental de este organismo regulador de velar «por la correcta prestación del Servicio Postal Universal, por la garantía de la libre competencia en el sector en condiciones adecuadas de calidad, eficacia, eficiencia y por el pleno respeto de los derechos de los usuarios y de los operadores postales y sus trabajadores», Disposición final 36.ª.6 que otorga una nueva redacción del art. 6 Ley 23/2007  (30) .

Por último, el art. 20.1 de la Ley 13/2011, reguladora del juego, establece que la CNJ tiene por objeto «velar por el adecuado funcionamiento del sector del juego y garantizar la efectiva disponibilidad y prestación de servicios competitivos en beneficio de los usuarios. Su finalidad es autorizar, supervisar, controlar y, en su caso, sancionar, el desarrollo, explotación y comercialización de los juegos y demás actividades previstas en el ámbito de aplicación de esta Ley». Pero la cuestión a debatir, en esta regulación de la diversa tipología de organismos de la LES, es la situación y encaje que tiene la CNC en relación con la categoría de los organismos reguladores.

En primer lugar, debemos señalar el profundo rechazo manifestado por la CNC al texto del Anteproyecto de LES  (31) , hasta el punto de solicitar de forma expresa que «la Comisión Nacional de la Competencia no debe quedar comprendida dentro del ámbito de aplicación de la Ley de Economía Sostenible, siendo la solución más correcta que se proceda a su exclusión antes de su aprobación». Y ello al entender de este organismo que «las funciones de la CNC como autoridad de competencia, no encajan en el objeto de actuación propio de los organismos reguladores», por cuanto «el interés general cuya protección tiene encomendado, la defensa de la libre competencia en los mercados, debe contemplarse (...) desde un punto de vista horizontal, es decir, en relación con todos los sectores de la actividad»  (32) .

Y esta oposición frontal de la CNC a ser incluida en la categoría de los organismos reguladores ha tenido una importante influencia en el Gobierno, pues éste decidió modificar el contenido del art. 8.1 del Anteproyecto LES, y suprimir la referencia de la CNC dentro de la enumeración de los organismos reguladores cuando procedió a aprobar el Proyecto de LES. No obstante, el Gobierno no aceptó la tesis de la CNC de excluirla del ámbito subjetivo de la LES, sino que procedió a una aplicación parcial del régimen jurídico de los organismos reguladores, a través de la redacción del actual art. 8.2.

Para decidir si la CNC es o no un organismo regulador, debemos referirnos a las notas caracterizadoras de este tipo de organismos públicos antes señalados. Así, la CNC ostenta autonomía funcional, art. 9.2 LES; igualmente, ostenta un número de Consejeros de 6, art. 12.2 LES, su nombramiento es idéntico al de los organismos reguladores, art. 13 LES, y es idéntico el régimen jurídico de incompatibilidades de sus miembros, las causas de ceses y el control parlamentario de la actuación de la CNC, arts. 15.3, 16 y 21 LES. Aunque debe decirse que, en líneas generales, este régimen jurídico ya existía en la regulación de la CNC realizada por la Ley 15/2007, de Defensa de la Competencia (LDC).

Por otra parte, no resultan de aplicación a la CNC los siguientes preceptos reguladores de los organismos reguladores: art. 10 referido al objeto, art. 11 relativo a su organización, art. 14 relativo a las funciones del Presidente y los arts. 17 y 18 relativos al personal directivo y no directivo, fundamentalmente.

De esta forma, queda por resolver si la inaplicación de estos preceptos de la LES conducirá a la no inclusión de la CNC en la tipología de los organismos reguladores. Y la respuesta debe encontrarse en la redacción que la Disposición final 35.ª realiza de diversos preceptos de la LDC.

En primer lugar, debemos destacar que la LES no modifica el art. 19.1 LDC, el cual establece que «la Comisión Nacional de la Competencia es una entidad de Derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, adscrita al Ministerio de Economía y Hacienda, que ejercerá el control de eficacia sobre su actividad». Lo cual significa que la CNC no es un organismo regulador, pues esta expresión no aparece en este precepto y, además, se admite que ésta se encuentre adscrita a un Departamento Ministerial de la AGE, el cual ejercerá una actividad de control; situación que no acontece en ninguno de los tres organismos reguladores.

Además, a través de las modificaciones realizadas de la LDC se trata de adecuar el régimen jurídico de los organismos reguladores a la especial configuración de la CNC en aspectos de mínima importancia. Así, en el ámbito organizativo se realiza una nueva redacción del art. 20 LDC, con la finalidad de suprimir el cargo de Vicepresidente del Consejo. E igual finalidad puede extraerse de las modificaciones realizadas de los arts. 29.2 y 34 de la LDC.

La conclusión que se extrae de su lectura es que la LES no configura a la CNC como un organismo regulador, y ello seguramente derivado de la especial función que ejerce «de promoción y protección de la competencia efectiva en todos los sectores productivos y en todo el territorio nacional», según se establecía en el art. 8.2 del Proyecto de LES; por lo que, en definitiva, la CNC deberá seguir siendo considerada como un organismo público singular de los regulados en la Disposición adicional 10.ª LOFAGE.

Y es que el ámbito de actuación de la CNC ostenta un evidente carácter transversal, ya existente en la legislación anterior de defensa de la competencia, cuando la Disposición final 35.ª.1 LES, que modifica el art. 12.2 de la Ley 15/2007, dispone como objetivo de este organismo regulador ejercer «sus funciones en relación con todos los mercados o sectores productivos de la economía, sin perjuicio de las competencias que la legislación vigente atribuye a los organismos reguladores sectoriales».

Y para detallar aún más esta actividad transversal, esta Disposición final 35.ª.2 ofrece una nueva redacción del art. 17.2 de la Ley 15/2007, al disponer que «se transmitirán mutuamente de oficio o a instancia del órgano respectivo información sobre sus respectivas actuaciones así como dictámenes determinantes, en el marco de los procedimientos de aplicación de la regulación sectorial y de la presente Ley. Los dictámenes serán determinantes para los reguladores sectoriales o para la Comisión Nacional de la Competencia, según se aplique, que sólo podrán disentir de su contenido de forma expresamente motivada».

De esta forma, se prosigue con la regulación normativa anterior que trataba de potenciar en nuestro Derecho económico los instrumentos de cooperación entre los organismos encargados de vigilar el funcionamiento de los diversos mercados. No obstante, se modifica el carácter «no vinculante» de los diversos dictámenes que se elaboraban por los citados organismos, teniendo actualmente el carácter de «determinante», lo cual significa para el legislador que sólo se podrá «disentir de su contenido de forma expresamente motivada», art. 17.2 en la redacción otorgada por la Disposición final 35.ª.2 LES.

Esta modificación del carácter de los dictámenes, que pasan de no vinculantes a determinantes, resulta confusa en nuestro Derecho; y ello por cuanto el organismo regulador se podrá apartar o disentir de su contenido siempre que se motive de forma expresa este comportamiento en contrario  (33) . Obligación jurídica que ya existía en nuestro Derecho para la situación de los informes o dictámenes no vinculantes, de tal forma que se podría disentir de su contenido motivando tal actuación, art. 54.1 c) Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Deberá, por tanto, interpretarse que nuevo carácter de «determinante» de estos dictámenes obligará a una motivación más extensa que la referida para los informes de carácter «no vinculante».

Para alcanzar esta cooperación, el art. 17.2 de la LDC, según establece esta Disposición final 35.ª, previene que: «en todo caso: a) Los reguladores sectoriales pondrán en conocimiento de la Comisión Nacional de la Competencia los actos, acuerdos, prácticas o conductas de los que pudiera tener conocimiento en el ejercicio de sus atribuciones que presenten indicios de ser contrarios a esta Ley, aportando todos los elementos de hecho a su alcance y uniendo, en su caso, el dictamen correspondiente, que tendrá carácter determinante. b) Asimismo, los reguladores sectoriales solicitarán informe, que tendrá carácter de determinante, a la Comisión Nacional de la Competencia, antes de su adopción, sobre las circulares, instrucciones, decisiones de carácter general o resoluciones en aplicación de la normativa sectorial correspondiente que puedan incidir significativamente en las condiciones de competencia en los mercados. c) La Comisión Nacional de la Competencia solicitará a los reguladores sectoriales la emisión del correspondiente informe determinante en el marco de los expedientes de control de concentraciones de empresas que realicen actividades en el sector de su competencia (...)».

De esta forma, se sigue apostando en nuestro Derecho por la aplicación centralizada del Derecho de la competencia, y ubicada en la CNC  (34) , no sólo a través del deber de información de los organismos reguladores a la CNC de las conductas que presenten indicios de ser contrarias a las competencia, sino también por la necesidad de emisión de los denominados informes determinantes.

Por último, la Disposición final 4.ª ya establece la previsión de un nuevo organismo regulador, al disponer que «el Gobierno, cuando así lo aconsejen las condiciones de competencia en los mercados de transporte, y, en particular, los avances en el proceso de liberalización del sector ferroviario, remitirá al Parlamento un proyecto de Ley de creación de un organismo regulador del sector transporte, que integre las funciones atribuidas al Comité de Regulación Ferroviaria y la regulación del resto de modos de transporte».

En un modo negativo, no es considerado por la LES como organismo regulador el organismo del sector audiovisual, y ello por cuanto la Disposición final 41.ª LES, que reforma varios preceptos de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, establece que «el Consejo Estatal de Medios Audiovisuales estará formado por la Presidencia y seis consejerías cuyos titulares serán nombrados por el Gobierno mediante Real Decreto, a propuesta del Congreso de los Diputados por mayoría de tres quintos entre personas de reconocida competencia en materias relacionadas con el sector audiovisual en todas sus vertientes». Y es que aunque se homogenice el número de sus miembros con los organismos reguladores, sigue ostentando la condición de organismo público de la LOFAGE.

III.  A MODO DE CONCLUSIONES

Como ya hemos señalado anteriormente, la regulación de los organismos reguladores contenida en la LES tiene luces y sombras. Dentro de las segundas, cabe destacar cómo no se ha producido una definición legal de los organismos reguladores, ni tampoco existe una regulación común para todos los entes y organismos que actualmente se encuentran regulando y supervisando diversos sectores económicos; y es que la LES no ha articulado una respuesta común sobre la situación y régimen jurídico de la Administración institucional estatal en el ámbito económico, pues no se entiende la exclusión del Banco de España y de la CNMV, por ejemplo, de esta categoría de los organismos reguladores.

Dentro de los avances que puede merecer la regulación jurídica contenida en la LES cabe destacar, como también concluye el Consejo de Estado, la plasmación expresa de una autonomía funcional para la CMT y la CNE, así como la configuración de un mayor protagonismo del poder legislativo en la actividad de los organismos que intervienen en amplios sectores de la actividad económica. Además se ha producido también la transposición al Derecho interno de diversas Directivas comunitarias y se han podido establecer las bases normativas de un posible modelo de ordenación para otros organismos reguladores, al menos en los aspectos más generales relativos a su independencia y a su organización y régimen jurídico general  (35) .

Resta por comprobar si la finalidad última de esta reforma, dirigida al funcionamiento competitivo y eficiente de los mercados regulados, a través de una actuación independiente de determinados organismos públicos  (36) , generará los efectos beneficiosos sobre la productividad, la evolución de los precios, la inversión, el consumo, la actividad y el empleo que se pretenden conseguir.
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	Art. 48.1 de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, el cual en su redacción originaria procedía a la adscripción de la CNMT «al Ministerio de Ciencia y Tecnología, a través de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información». 


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Art. 1.3 Ley 23/2007, de 8 de octubre, de creación de la Comisión Nacional del Sector Postal. 


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Art. 19 Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Además, la Disposición adicional 9.ª establece el régimen transitorio de adaptación a esta nueva regulación, de tal forma que el Gobierno debe dictar, mediante Real Decreto y en el plazo máximo de dos meses desde la entrada en vigor de la LES, el cese de aquellos miembros del Consejo de los organismos reguladores, incluida la CNC, cuyo mandato hubiera expirado con carácter previo. Además, la designación del nuevo Presidente tendrá lugar a partir del momento en que expire el mandato del actual Presidente y la de los nuevos Consejeros a partir del momento en el que el número de Consejeros cuyo mandato no haya expirado sea inferior a seis. 


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Y todo ello, sin perjuicio de las delegaciones que pueda acordar. Entre las facultades indelegables se encuentran las de «aprobación de los presupuestos del Organismo, y de su memoria anual y sus planes anuales o plurianuales de actuación en que se definan sus objetivos y sus prioridades, así como, si las tuviese atribuidas, las funciones de arbitraje y la potestad de dictar instrucciones de carácter general a los agentes del mercado objeto de regulación o supervisión en cada caso», art. 12.1 LES. 


	 Ver Texto 
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	Por ello, el art. 12.4 LES otorga al Presidente las funciones de «a) Ejercer, en general, las competencias que a los Presidentes de los órganos colegiados administrativos atribuye la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento Administrativo Común. b) Convocar al Consejo por propia iniciativa o a petición de, al menos, la mitad de los Consejeros, y presidirlo. c) Establecer el criterio de distribución como ponentes, en su caso, de asuntos entre los Consejeros». 
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	 (23) 

	Y para reforzar este protagonismo del Parlamento, el Grupo del Partido Popular en el Congreso ha presentado una Proposición de Ley relativa al refuerzo de la independencia de los organismos reguladores y mejora de la regulación de la actividad económica, BOCD de 29 de abril de 2011, en la cual se pretende ofrecer una nueva redacción de este art. 13.1 con el siguiente contenido: «1. El Presidente y los Consejeros de los organismos reguladores serán nombrados a propuesta del Congreso de los Diputados entre personas de reconocido prestigio y competencia profesional en el área de actuación del organismo regulador. 1 bis. El Presidente ha de ser propuesto por una mayoría de tres quintos y los Consejeros por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados. Previamente a su nombramiento, tanto el Presidente como los Consejeros deberán comparecer ante la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados para determinar la adecuación y capacidad de los candidatos. En la comparecencia del Presidente, éste deberá exponer cuáles serán las líneas de actuación que pretende llevar a cabo en el organismo y sobre el sector regulado». 


	 Ver Texto 
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	Regulación jurídica que trata de ser modificada por la anterior Proposición de Ley, y ello al entender que este precepto debiera tener la siguiente redacción: «mediante separación acordada por el Congreso de los Diputados por la mayoría absoluta de sus miembros por incumplimiento grave de los deberes de su cargo o el incumplimiento de las obligaciones sobre incompatibilidades, conflictos de interés o del deber de reserva. La separación será acordada por el Congreso de los Diputados, con independencia del régimen sancionador que en su caso pudiera corresponder según la legislación vigente. El Presidente también podrá ser separado por la no aprobación de la memoria anual tal como se señala en el punto 2 del art. 21 de esta ley». 
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	Art. 8 de Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado. 
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	 (26) 

	Régimen de comparecencias que trata de intensificar la Proposición de Ley presentada por el Grupo del Partido Popular en el Congreso de los Diputados, antes reseñada, al incluir en este precepto que «las comparecencias anuales estarán basadas en las memorias anuales de actividades y los planes de actuación de los diferentes Organismos. Dichas memorias anuales y planes de actuación han de ser aprobados por la Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados. La no aprobación por parte del Congreso de los Diputados de la memoria anual podrá suponer la remoción del Presidente del organismo si es apoyada por la mayoría absoluta de sus miembros». 


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Regulación que la Proposición de Ley trata de modificar al pretender una modificación del art. 24.2 del siguiente tenor: «(...). Las reuniones previstas en el apartado anterior se convocarán por el Presidente de la Comisión Nacional de la Competencia que jerárquicamente, al ser un organismo horizontal, se sitúa por encima de los organismos reguladores de carácter sectorial. El Presidente de la CNC será quien elaborará el orden del día y procurará la documentación pertinente, siempre previa consulta con los demás Presidentes. Las conclusiones de la reunión se harán públicas por los Organismos participantes». 
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